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Introducción de la Causa

[…]

2.	 La Comisión presentó la demanda de conformidad con el artículo 61 de la Con-

vención Americana, con el fin de que la Corte decidiera si el Estado violó los artículos 7 

(Derecho a la Libertad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 9 (Principio de Legalidad y de 

Retroactividad) y 24 (Igualdad ante la Ley) de la Convención Americana, en relación con 

el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) del mismo tratado, en perjuicio de 

la señora María Teresa De La Cruz Flores (en adelante “la presunta víctima” o “la señora 

De La Cruz Flores”). Asimismo, la Comisión solicitó a la Corte que declarara que el Estado 

había incumplido la obligación consagrada en el artículo 2 (Deber de Adoptar Disposi-

ciones de Derecho Interno) de la Convención, igualmente en perjuicio de la señora María 

Teresa De La Cruz Flores. Finalmente, la Comisión solicitó a la Corte que ordenara al Es-

tado que adoptara una serie de medidas de reparación pecuniarias y no pecuniarias, así 

como el pago de las costas generadas en la tramitación del caso en la jurisdicción interna 

y ante el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.

3. 	 De conformidad con lo señalado por la Comisión, la señora María Teresa de La Cruz 

Flores, médico de profesión, fue detenida por miembros de la policía el 27 de marzo de 

1996 cuando finalizaba sus labores como médico pediatra en el Instituto Peruano de la 

Seguridad Social, por cargos de terrorismo tramitados bajo el expediente Nº 113-95, y 

una vez detenida fue notificada de otra orden de arresto dentro del expediente Nº 723-

93 por el delito de terrorismo, expediente que, según la Comisión, para ese momento 

había sido reportado como extraviado. La presunta víctima fue procesada por un tribunal 

compuesto por jueces “sin rostro”, el cual la condenó, el 21 de noviembre de 1996, por 

el delito de terrorismo a la pena de 20 años de prisión, en virtud de lo dispuesto en el 

Decreto Ley Nº 25.475. Dicha sentencia fue confirmada por la ejecutoria de la Sala Penal 

Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República el 8 de junio de 1998. Por otro 

lado, la Comisión mencionó que el 3 de enero de 2003 el Tribunal Constitucional del 

Perú emitió una sentencia en la cual declaró la inconstitucionalidad de algunas normas 

de los Decretos Ley Nº. 25.475 y 25.659, sin especial pronunciamiento en relación con el 

artículo 2 del Decreto Ley 25.475, el cual tipifica el delito de terrorismo. En desarrollo de 

tal decisión, el Gobierno emitió los Decretos Legislativos Nos. 923, 924, 925, 926 y 927 

de fecha 19 de febrero de 2003. Dichos decretos disponen que la Sala Nacional de Terro-

rismo, progresivamente en un plazo no mayor de sesenta días hábiles desde la entrada 

en vigor de dicha legislación, anularía de oficio, salvo renuncia del reo, la sentencia y el 

juicio oral y declararía, de ser el caso, la insubsistencia de la acusación fiscal en los proce-
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sos penales por los delitos de terrorismo seguidos en la jurisdicción penal ante jueces o 

fiscales con identidad secreta. Sin embargo, la Comisión señaló que la señora De La Cruz 

Flores continuaba, hasta la fecha de presentación de la demanda, detenida en situación 

de condenada por el delito de terrorismo.

[…]

Voto Razonado del Juez  
SERGIO GARCIA RAMIREZ […]

[…]

8.	 En mi concepto, el Estado no puede vulnerar la protección de la salud y la vida 

que los médicos tienen a su cargo, a través de normas o interpretaciones de éstas que 

disuadan al médico de cumplir su deber, sea porque lo amenacen con la aplicación de 

una pena, amenaza que pudiera inhibir la prestación del servicio médico, sea porque lo 

induzcan a hacer distinciones contrarias a los principios de igualdad y no discriminación, 

sea porque lo obliguen a desviarse de la función que les corresponde y asumir otra, que 

entre en conflicto con aquélla, proponga dilemas inaceptables o altere de raíz la relación 

entre el médico y el paciente, como sucedería si se obligara al médico a constituirse en 

denunciante -o delator- de los pacientes que atiende. Otro tanto sucedería, en su propio 

ámbito, si se forzara al abogado a denunciar los hechos ilícitos en que ha incurrido su 

cliente, de los que se entera a través de la relación de asistencia y defensa, o al sacerdote 

a revelar los secretos que le son confiados por medio de la confesión.

[…]

10.	 La idea de que el médico está obligado a atender a todas las personas, por igual, 

sin entrar en calificaciones acerca de su condición moral o legal, y de que la atención de 

la salud constituye un deber del facultativo, y simultáneamente un derecho, así como la 

admisión del secreto médico acerca de las revelaciones del paciente, vienen de tiempo 

atrás y se han asentado con firmeza en varios de los más notables instrumentos ético-

jurídicos de esa profesión, que contemplan, entre otros extremos, las particularidades de 

la relación entre médico y paciente y las características de la lealtad que aquél debe a 

éste. Esculapio habría escrito a su hijo: “tu puerta quedará abierta a todos […] El malhe-

chor tendrá tanto derecho a tu asistencia como el hombre honrado”. En el juramento de 

Hipócrates, que aún hoy prestan muchos jóvenes al tiempo de recibir el título profesional 

que califica sus conocimientos para el ejercicio de la medicina, se indica: “si en mi prác-
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tica médica, o aun fuera de ella, viese u oyese […] algo que jamás deba ser revelado al 

exterior, me callaré considerando como secreto todo lo de este tipo”.

[…]
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I. Introducción de la Causa

1.	 El 17 de marzo de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en ade-

lante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte Interamerica-

na una demanda contra el Estado del Paraguay (en adelante “el Estado” o “Paraguay”), 

la cual se originó en la denuncia Nº 12.313, recibida en la Secretaría de la Comisión el 10 

de enero de 2000.

2.	 La Comisión presentó la demanda con base en los artículos 51 y 61 de la Conven-

ción Americana, con el fin de que la Corte decidiera si el Paraguay violó los artículos 4 

(Derecho a la Vida); 8 (Garantías Judiciales); 21 (Derecho a la Propiedad Privada) y 25 

(Protección Judicial) de la Convención Americana, en relación con las obligaciones esta-

blecidas en los artículos 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar 

Disposiciones de Derecho Interno) de la misma, en perjuicio de la Comunidad indígena 

Yakye Axa del Pueblo Enxet-Lengua (en adelante la “Comunidad indígena Yakye Axa”, la 

“Comunidad Yakye Axa”, la “Comunidad indígena” o la “Comunidad”) y sus miembros.  

La Comisión alegó que el Estado no ha garantizado el derecho de propiedad ancestral 

de la Comunidad indígena Yakye Axa y sus miembros, ya que desde 1993 se encontraría 

en tramitación la solicitud de reivindicación territorial de la citada Comunidad, sin que 

se haya resuelto satisfactoriamente.  De acuerdo con lo manifestado por la Comisión en 

su demanda, lo anterior ha significado la imposibilidad de la Comunidad y sus miembros 

de acceder a la propiedad y posesión de su territorio y ha implicado mantenerla en un 

estado de vulnerabilidad alimenticia, médica y sanitaria, que amenaza en forma continua 

la supervivencia de los miembros de la Comunidad y la integridad de la misma.

[…]

VII. Consideraciones Previas

Debido a que el presente caso trata sobre los derechos de los miembros de una 51.	

comunidad indígena, la Corte considera oportuno recordar que, de conformidad con 

los artículos 24 (Igualdad ante la Ley) y 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la 

Convención Americana, los Estados deben garantizar, en condiciones de igualdad, el 

pleno ejercicio y goce de los derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdic-

ción. Sin embargo, hay que resaltar que para garantizar efectivamente estos derechos, 

al interpretar y aplicar su normativa interna, los Estados deben tomar en consideración 

las características propias que diferencian a los miembros de los pueblos indígenas de 

la población en general y que conforman su identidad cultural. El mismo razonamiento 
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debe aplicar la Corte, como en efecto lo hará en el presente caso, para valorar el alcance 

y el contenido de los artículos de la Convención Americana, cuya violación la Comisión y 

los representantes imputan al Estado.

[…]
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[…]

I. Introducción de la Causa

1. 	 El 17 de junio de 2003, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 50 y 61 

de la Convención Americana, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte una de-

manda contra el Estado de Nicaragua (en adelante “el Estado” o “Nicaragua”), la cual se 

originó en la denuncia Nº 12.388, recibida en la Secretaría de la Comisión el 26 de abril 

de 2001.

2. 	 La Comisión presentó la demanda con el fin de que la Corte decidiera si el Esta-

do violó los artículos 8 (Garantías Judiciales), 23 (Derechos Políticos) y 25 (Protección 

Judicial) de la Convención Americana, todos ellos en relación con los artículos 1.1 

(Obligación de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Dere-

cho Interno) de dicho tratado,  en perjuicio de los candidatos a alcaldes, vicealcaldes 

y concejales presentados por el partido político regional indígena Yapti Tasba Masraka 

Nanih Asla Takanka (en adelante “YATAMA”). Según lo alegado por la Comisión, di-

chas personas fueron excluidas de participar en las elecciones municipales realizadas el 

5 de noviembre de 2000 en las Regiones Autónomas del Atlántico Norte y del Atlántico 

Sur (en adelante “la RAAN” y “la RAAS”), como consecuencia de la resolución emitida 

el 15 de agosto de 2000 por el Consejo Supremo Electoral. En la demanda se indicó 

que las presuntas víctimas presentaron diversos recursos contra dicha resolución y, fi-

nalmente, el 25 de octubre de 2000 la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua declaró 

improcedente un recurso de amparo interpuesto por éstos. La Comisión señaló que 

el Estado no previó un recurso que hubiese permitido amparar el derecho de dichos 

candidatos de participar y ser elegidos en las elecciones municipales de 5 de noviembre 

de 2000, como tampoco adoptó medidas legislativas o de otro carácter que fuesen ne-

cesarias para hacer efectivos tales derechos, especialmente no previó “normas en la ley 

electoral, en orden a facilitar la participación política de las organizaciones indígenas 

en los procesos electorales de la Región Autónoma de la Costa Atlántica de Nicaragua, 

de acuerdo al derecho consuetudinario, los valores, usos y costumbres de los pueblos 

indígenas que la habitan”.

[…]
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Consideraciones de la Corte

[…]

184.	El principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y de la no discriminación 

constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de los derechos humanos consa-

grado en muchos instrumentos internacionales154 y desarrollado por la doctrina y juris-

prudencia internacionales. En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, 

el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio 

del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e 

internacional y permea todo el ordenamiento jurídico155.

185.	Ese principio posee un carácter fundamental para la salvaguardia de los derechos 

humanos tanto en el derecho internacional como en el interno; se trata de un prin-

cipio de derecho imperativo. Por consiguiente, los Estados tienen la obligación de no 

introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las regu-

laciones de carácter discriminatorio, combatir las prácticas de este carácter y establecer 

normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley 

de todas las personas156. Es discriminatoria una distinción que carezca de justificación 

objetiva y razonable157. 

186. El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho 

o de hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en dicho tratado, sino en lo 

que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. Es decir, no se 

limita a reiterar lo dispuesto en el artículo 1.1 de la misma, respecto de la obligación 

de los Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, los derechos reconocidos en 

dicho tratado, sino consagra un derecho que también acarrea obligaciones al Estado 

de respetar y garantizar el principio de igualdad y no discriminación en la salvaguardia 

de otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe.

[…]

195. Es indispensable que el Estado genere las condiciones y mecanismos óptimos para 

dichos derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el princi-

pio de igualdad y no discriminación. Los hechos del presente caso se refieren principal-

mente a la participación política por medio de representantes libremente elegidos, cuyo 

ejercicio efectivo también se encuentra protegido en el artículo 50 de la Constitución 

de Nicaragua164. 
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[…]

3) Obligación de garantizar el goce de los derechos políticos

201. La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 23, 24, 1.1 y 2 de la Con-

vención, el Estado tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, lo 

cual implica que la regulación del ejercicio de dichos derechos y su aplicación sean acor-

des al principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar las medidas necesarias 

para garantizar su pleno ejercicio. Dicha obligación de garantizar no se cumple con la 

sola expedición de normativa que reconozca formalmente dichos derechos, sino requiere 

que el Estado adopte las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio, conside-

rando la situación de debilidad o desvalimiento en que se encuentran los integrantes de 

ciertos sectores o grupos sociales165.  

[…]

224. La Corte encuentra que Nicaragua no adoptó las medidas necesarias para garantizar 

el goce del derecho a ser elegidos de los candidatos propuestos por YATAMA, quienes 

son miembros de comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua, ya 

que se vieron afectados por la discriminación legal y de hecho que impidió su participa-

ción en condiciones de igualdad en las elecciones municipales de noviembre de 2000.

[…]

Voto Concurrente del Juez  
SERGIO GARCIA RAMIREZ […]

[…]

E) Contención. El Caso Yatama

25. 	 En el Caso Yatama se ha tenido a la vista otro rango de violaciones que agravian a 

miembros de comunidades. No se trata aquí de las vertientes más dramáticas advertidas 

en los casos anteriores: supresión física, privación de territorios, afectación del derecho 

a la vida, por ejemplo. Las circunstancias en que se producen los hechos de este caso 

suponen que la organización Yatama, que reúne miembros de muchas comunidades, ha 

logrado, merced a una larga lucha que ya ha producido avances apreciables, un espacio 

propio en la vida política y social, que le confiere una posición relevante y aceptada -no 
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sin severas reticencias, con implicaciones jurídicas diversas- y la pone a salvo de agresio-

nes con las características que se observan en los otros casos. De lo que ahora se trata 

es de acciones u omisiones con las que se “contiene” el avance de los integrantes de 

comunidades, en su calidad de tales. Nos hallamos, pues, ante una situación distinta que 

acaso corresponde a una última etapa en la sucesión de resistencias a la admisión de la 

igualdad y la no discriminación en favor de todas las personas, inclusive, por supuesto, 

los miembros de estos grupos minoritarios.

[…]

27. 	 Aquí me refiero, como he dicho, a una igualdad material y a una efectiva no discrimi-

nación, no a la mera igualdad formal que deja intacta -o disimula apenas- la marginación y 

mantiene a salvo la discriminación. Se tiende a la obtención de aquella forma de igualdad 

por medio de factores o elementos de compensación, igualación, desarrollo o protección 

que el Estado brinda a los integrantes de las comunidades, a través de un régimen jurídico 

que reconoce los datos provenientes de cierta formación cultural y se instala sobre el genui-

no reconocimiento de las limitaciones, discriminaciones o restricciones reales y contribuye 

a superarlas, suprimirlas o compensarlas con instrumentos adecuados, no apenas con de-

claraciones generales sobre una igualdad inexistente e impracticable. La igualdad no es un 

punto de partida, sino un punto de llegada al que deben dirigirse los esfuerzos del Estado. 

En palabras de Rubio Llorente, el “Derecho se pretende justo, y es la idea de justicia la que 

lleva derechamente al principio de igualdad que, en cierto modo, constituye su contenido 

esencial”. Ahora bien, “la igualdad no es un punto de partida, sino una finalidad”.

[…]

F) Participación y derechos políticos

28. 	 No se sirve a estos designios -ni se atiende, por lo tanto, a la igualdad y a la no dis-

criminación- si se siembra de obstáculos y exigencias, innecesarios y desproporcionados, el 

camino de quienes pugnan por la participación política a través del ejercicio de los derechos 

que ésta entraña, entre ellos el derecho al sufragio. La exigencia de participar a través de 

partidos políticos, que hoy se eleva como natural en las democracias de nuestra América, 

debiera aceptar las modalidades que sugiere la organización tradicional de las comunida-

des indígenas. No se trata, en lo absoluto, de minar el sistema de partidos, sino de atender, 

en la forma y términos que resulten razonables y pertinentes, a las condiciones de vida, 

trabajo y gestión de aquéllas. La admisión de estas condiciones y de las respectivas moda-

lidades de participación política no se traslada automáticamente a todos los medios ni van 
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más allá del marco territorial, social y temporal en el que se plantean y resuelven. La Corte 

dispone lo que estima procedente dentro de las circunstancias que tiene a la vista.

[…]

32. 	 Obviamente, no se ha agotado ahora el examen de la democracia, que se halla en el 

cimiento y en el destino de la participación política, entendida a la luz de la Convención 

Americana. Es clara la necesidad de contar con medios de participación en los órganos 

del poder público, para intervenir en la orientación nacional y en la decisión comunita-

ria, y esto se vincula con el derecho al sufragio activo y pasivo, entre otros instrumentos 

participativos. Lograrlo significa un paso histórico desde la época -que aún se instala en 

el presente, como hemos visto en otros casos resueltos por la Corte Interamericana en el 

actual período de sesiones y mencionados en este Voto- en que la lucha por el derecho 

tenía que ver apenas con la subsistencia física, el patrimonio y el asentamiento de la 

comunidad. Sin embargo, el avance en el camino hacia la presencia electoral -un avance 

contenido, enfrentado, por medidas que prohíjan desigualdad y discriminación- no debe 

detener ni disuadir el acceso a la democracia integral, en la que se propicia el acceso de 

los individuos a los medios que propiciarán el desarrollo de sus potencialidades.

[…]

Voto Razonado del Juez  
A. A. CANÇADO TRINDADE

[…]

6. 	 El segundo punto que me permito destacar, en el presente Voto Razonado en relación 

con ésta que es la primera Sentencia de la Corte Interamericana sobre los derechos polí-

ticos en una sociedad democrática196, bajo el artículo 23 de la Convención Americana, es 

la correcta vinculación efectuada por la Corte de los derechos políticos con el derecho a la 

igualdad ante la ley, consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana. Este último 

está conformado por un principio básico que la propia Corte ha reconocido pertenecer al 

dominio del jus cogens internacional: el principio de la igualdad y no discriminación.

7. 	 En la presente Sentencia en el caso Yatama versus Nicaragua, la Corte confirma el 

gran avance jurisprudencial alcanzado al respecto en su histórica Opinión Consultiva Nº 

18 sobre la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados (2003), al 

razonar (en los párrafos 184-186) que
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“El principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y de la no-discriminación 

constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de los derechos humanos 

consagrado en muchos instrumentos internacionales y desarrollado por la doctrina 

y jurisprudencia internacionales. En la actual etapa de la evolución del derecho in-

ternacional, el principio de igualdad y no-discriminación ha ingresado en el dominio 

del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e 

internacional y permea todo el ordenamiento jurídico. Ese principio posee carácter 

fundamental para la salvaguardia de los derechos humanos tanto en el derecho in-

ternacional como en el interno; se trata de un principio de derecho imperativo. Por 

consiguiente, los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento 

jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las regulaciones de carácter discrimi-

natorio, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas 

que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas. Es 

discriminatoria una distinción que carezca de justificación objetiva y razonable. El 

artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho o de 

hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en dicho tratado, sino en lo 

que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. Es decir, no se 

limita a reiterar lo dispuesto en el artículo 1.1 de la misma, respecto de la obligación 

de los Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, los derechos reconocidos 

en dicho tratado, sino consagra un derecho que también acarrea obligaciones al 

Estado de respetar y garantizar el principio de igualdad y no-discriminación en la 

salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe”.

8. 	 Sobre el amplio alcance del principio básico, propio del jus cogens, de la igualdad y 

no-discriminación, ya me referí en mi extenso Voto Concurrente en la Opinión Consultiva 

Nº 18 de la Corte, sobre la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumenta-

dos, al cual me permito aquí referirme. En aquel Voto Concurrente señalé, por ejemplo, 

que dicho principio permea todo el corpus juris del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (párr. 59), del cual es uno de los pilares197, además de elemento integrante del 

propio derecho internacional general o consuetudinario, por cuanto la normativa del jus 

gentium debe, por definición, “ser la misma para todos los sujetos de la comunidad inter-

nacional198” (párr. 60)199 Las obligaciones estatales de respetar y garantizar el principio de la 

igualdad y no discriminación tienen el carácter de verdaderas obligaciones erga omnes.

9. 	 Lo que me permito aquí agregar, en el presente Voto Razonado, es que el reconoci-

miento judicial del carácter de jus cogens del principio básico de la igualdad y no discrimina-

ción se manifiesta hoy día en la jurisprudencia no sólo en materia consultiva, sino también 

-como lo atesta la presente Sentencia en el caso Yatama- en materia contenciosa, de esta 
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Corte, rindiendo así un aporte positivo y de vanguardia al desarrollo de las bases del propio 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

[…]

Voto Concurrente del Juez  
DIEGO GARCÍA SAYÁN

[…]

28. 	 En el tercer componente de los derechos políticos protegidos por el artículo 23 de la 

Convención se estipula que todos los ciudadanos deben “… tener acceso, en condiciones 

generales de igualdad, a las funciones públicas de su país” (subrayado añadido). Este as-

pecto de los derechos políticos tiene que ser entendido de manera sistemática tanto en 

relación con los demás ingredientes explícitos de los derechos políticos contenidos en el 

artículo 23.1 como con el resto de la Convención y el ordenamiento interamericano, en 

particular con el artículo 24 de la Convención referido al derecho a la igualdad y a la no 

discriminación.

[…]

31. 	 Lo anterior debe ser leído e interpretado en estrecha conexión con lo establecido 

en el artículo 24 de la Convención en lo que atañe a la igualdad y a la no discrimina-

ción. Como se señala en la sentencia, en el artículo 24 de la Convención se prohíbe la 

discriminación de hecho y derecho con las obligaciones que ello entraña para el Estado 

de respetar el referido principio de igualdad y no discriminación para todos los derechos 

consagrados en la Convención y en toda la legislación interna que apruebe. Lo estipula-

do en el artículo 23.1 c), en ese orden de ideas, se orienta enfatizar la significación que 

para la Convención tiene el principio de igualdad y no discriminación en el derecho a la 

participación en los asuntos públicos.

32. 	 En consecuencia, vistos los hechos probados en este caso a la luz de los razonamien-

tos derivados de lo estipulado en el artículo 23.1. c) en cuanto a las condiciones generales 

de igualdad y en el artículo 24 en lo que atañe a la igualdad y no discriminación, resulta 

clara la obligación del Estado de no tolerar prácticas o normas que pudieren tener un 

efecto discriminatorio. Ello no debe entenderse como opuesto a reglas y condiciones 

homogéneas para toda la sociedad y ciudadanos en lo que atañe al pleno ejercicio de lo 

derechos políticos.
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[…]

Notas
5	 Cfr. Caso Ricardo Canese. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C Nº 111, párr. 178; Caso 19 Comer-

ciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C Nº 109, párr. 173; y Caso Baena Ricardo y otros. Compe-

tencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C Nº 104, párr. 100.

10	 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C Nº 120, párr. 54; Caso 

de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C Nº 110, párr. 73; y Caso 19 

Comerciantes, supra nota 5, párr. 181.

11	 Cfr. Caso Caesar. Sentencia de 11 de marzo de 2005. Serie C Nº 123, párr. 31; Caso de las Hermanas Serra-

no Cruz, supra nota 10, párr. 31; y Caso Lori Berenson Mejía. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie 

C Nº 119, párr. 62.

135	 Cfr. Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C Nº. 114, párr. 83; Caso “Instituto de Reeduca-

ción del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C Nº 112, párr. 93; y Caso 19 Comerciantes, 

supra nota 5, párr. 77.

150	 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 91; Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 11, párr. 219; Caso “Institu-

to de Reeducación del Menor”, supra nota 135, párr. 206; y Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes 

Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A Nº 18, párr. 78.

154	 Algunos de estos instrumentos internacionales son: Carta de la OEA (artículo 3.l); Convención Americana 

sobre Derechos Humanos (artículos 1 y 24); Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

(artículo II); Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Dere-

chos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador (artículo 3); Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (artículos 4.f, 6 y 8.b); Convención Intera-

mericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad 

(artículos I.2.a, II, III, IV y V); Carta de las Naciones Unidas (artículo 1.3); Declaración Universal de Derechos 

Humanos (artículos 2 y 7); Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículos 2.2 

y 3); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículos 2.1 y 26); Convención Internacional sobre 

la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (artículo 2); Convención sobre los Derechos 

del Niño (artículo 2); Declaración de los Derechos del Niño (Principio 1); Convención Internacional sobre la 

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (artículos 1.1, 7, 18.1, 

25, 27, 28, 43.1, 43.2, 45.1, 48, 55 y 70); Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri-

minación contra la Mujer (artículos 2, 3, 5, 7 a 16); Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión o las Convicciones (artículos 2 y 4); Declaración de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo 

y su Seguimiento (2.d); Convenio Nº 97 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los Trabaja-

dores Migrantes (revisado) (artículo 6); Convenio Nº 111 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 

relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación (artículos 1 a 3); Convenio Nº 143 de la Or-

ganización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los Trabajadores Migrantes (disposiciones complementarias) 
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(artículos 8 y 10); Convenio Nº 168 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre el Fomento del 

Empleo y la Protección contra el Desempleo (artículo 6); Proclamación de Teherán, Conferencia Internacio-

nal de Derechos Humanos de Teherán, 13 de mayo de 1968 (párrs. 1, 2, 5, 8 y11); Declaración y Programa 

de Acción de Viena, Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 14 a 25 de junio de 1993 (I.15; I.19; 

I.27; I.30; II.B.1, artículos 19 a 24; II.B.2, artículos 25 a 27); Declaración sobre los Derechos de las Personas 

Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas (artículos 2, 3, 4.1 y 5); Conferencia 

Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, 

Declaración y Programa de Acción, (párrafos de la Declaración: 1, 2, 7, 9, 10, 16, 25, 38, 47, 48, 51, 66 

y 104); Convención Relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (artículos 

1, 3 y 4); Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales (artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9); Declaración 

sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales de País en que Viven (artículo 5.1.b 

y 5.1.c); Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (artículos 20 y 21); Convenio Europeo 

para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (artículo 14); Carta Social 

Europea (artículo 19.4, 19.5 y 19.7); Protocolo Nº12 al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 

Humanos y de las Libertades Fundamentales (artículo 1); Carta Africana de los Derechos Humanos y de los 

Pueblos Carta de Banjul (artículos 2 y 3); Carta Árabe sobre Derechos Humanos (artículo 2); y Declaración 

de El Cairo sobre Derechos Humanos en el Islam (artículo 1).

155	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 150, párr. 101.

156	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 150, párr. 88; Condición 

Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A 

Nº 17, párr. 44; y Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la 

Naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A Nº 4, párr. 54.

157	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 150, párr. 89; Condición 

jurídica y derechos humanos del niño, supra nota 156, párr. 46; y Propuesta de Modificación a la Constitución 

Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización, supra nota 156, párr. 56. Cfr. también Eur. Court 

H.R., Case of Willis v. The United Kingdom, Jugdment of 11 June 2002, para. 39; Eur. Court H.R., Case 

of Wessels-Bergervoet v. The Netherlands, Jugdment of 4th June 2002, para. 46; Eur. Court H.R., Case of 

Petrovic v. Austria, Judgment of 27th March 1998, Reports 1998-II, para. 30; y O.N.U., Comité de Derechos 

Humanos, Joseph Frank Adam c. República checa, (586/1994), dictamen de 25 de julio de 1996, párr. 12.4.

164	 Establece que [l]os ciudadanos tienen derecho de participar en igualdad de condiciones en [los] asuntos 

públicos y en la gestión estatal. Por medio de la ley se garantizará, nacional y localmente, la participación 

efectiva del pueblo.

165	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 150, párr. 89; y Condición 

Jurídica y Derechos Humanos del Niño, supra nota 156, párr. 46.

196	 Y, en el presente caso Yatama, como reconoce la Sentencia de la Corte, la vigencia de los derechos políticos 

crece en importancia por tener incidencia directa en la necesidad de preservar el derecho a la identidad 

cultural, y el derecho de participación en la vida pública, de las comunidades indígenas de la costa atlántica 

de Nicaragua (párrs. 226-228).

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2009. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. 
Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

https://www.cejil.org/  
 

Libro completo en: https://goo.gl/YX6mvZ



Corte ID
H

 Yatam
a vs. N

icaragua

87

197	 A. Eide y T. Opsahl, Equality and Non-Discrimination, Oslo, Norwegian Institute of Human Rights (publ. n. 1), 

1990, p. 4, y cf. pp. 1-44 (estudio reproducido in T. Opsahl, Law and Equality - Selected Articles on Human 

Rights, Oslo, Notam Gyldendal, 1996, pp. 165-206).

198	 H. Mosler, “To What Extent Does the Variety of Legal Systems of the World Influence the Application of the 

General Principles of Law within the Meaning of Article 38(1)(c) of the Statute of the International Court of 

Justice?”, in International Law and the Grotian Heritage (Hague Commemorative Colloquium of 1983 on 

the Occasion of the Fourth Centenary of the Birth of Hugo Grotius), The Hague, T.M.C. Asser Institut, 1985, 

p. 184.

199	 Y cf. párrs. 61-64.
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I. Introducción de la Causa

[…]

3.	 De conformidad con los hechos alegados en la demanda, el señor Acosta Calderón, 

de nacionalidad colombiana, fue arrestado el 15 de noviembre de 1989 por la Policía 

Militar de Aduana bajo sospecha de tráfico de drogas. Supuestamente, la declaración 

del señor Acosta Calderón no fue recibida por un Juez hasta dos años después de su 

detención, no fue notificado de su derecho de asistencia consular, estuvo en prisión pre-

ventiva durante cinco años y un mes, fue condenado el 8 de diciembre de 1994 sin que 

en algún momento aparecieran las presuntas drogas, y fue dejado en libertad el 29 de 

julio de 1996 por haber cumplido parte de su condena mientras se encontraba en prisión 

preventiva. Luego de haber sido liberado en julio de 1996, la Comisión perdió contacto 

con el señor Acosta Calderón, por lo que al momento de la interposición de la demanda 

se desconocía su paradero.

[…]

Voto Razonado del Juez  
A. A. CANÇADO TRINDADE

1.	 He concurrido con mi voto para la adopción, por la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos, de la presente Sentencia en el caso Acosta Calderón versus Ecuador, por 

haber estado de acuerdo con los puntos resolutivos de la misma y con lo que ha dicho la 

Corte en las consideraciones que los motivaron. Lo que no me satisface es lo que la Corte 

dejó de decir sobre otras cuestiones planteadas en el presente caso, las cuales, en mi en-

tender, deberían haber motivado dos otros puntos resolutivos en la presente Sentencia. 

De ahí mi decisión de hacer conocer a la Corte el presente Voto Razonado, en el cual me 

veo en la obligación de dejar constancia de mi razonamiento, ciertamente distinto del de 

la Corte, sobre los puntos por ella eludidos.

2.	 En el caso Suárez Rosero versus Ecuador (1997), la Corte Interamericana declaró la 

violación del artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en conse-

cuencia de que el artículo 114 bis, in fine, del Código Penal ecuatoriano, vigente en aquel 

entonces, despojaba “a una parte de la población carcelaria de un derecho fundamental 

en virtud del delito imputado en su contra”, y, por ende, lesionaba intrínsecamente a “to-

dos los miembros de dicha categoría de inculpados” (párr. 98). La Corte entendió que la 

aplicación de aquella disposición legal había causado un “perjuicio indebido a la víctima, 
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e hizo notar que, independientemente de su aplicación, ella per se violaba el artículo 2 de 

la Convención Americana (párr. 98). La referida disposición del Código Penal ecuatoriano 

(artículo 114 bis) resultaba violatorio del artículo 2 de la Convención precisamente por su 

carácter discriminatorio, y en particular por tratar como desiguales ante la ley a personas 

encausadas por delitos de narcotráfico (sancionados por la Ley sobre Sustancias Estupe-

facientes y Psicotrópicas).

3. 	 A pesar de no haber sido declarada en aquel caso, decidido en 1997, una violación 

del artículo 24 de la Convención, subsiguientemente, en su histórica Opinión Consultiva 

Nº 18, sobre la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados (2003), 

la Corte desarrolló su jurisprudencia en materia de discriminación e desigualdad ante la 

ley, habiendo declarado que

“el principio de igualdad ante la ley, igual protección ante la ley y no discriminación, 

pertenece al jus cogens, puesto que sobre él descansa todo el andamiaje jurídico 

del orden público nacional e internacional y es un principio fundamental que pernea 

todo ordenamiento jurídico. Hoy día no se admite ningún acto jurídico que entre 

en conflicto con dicho principio fundamental (...). Este principio (igualdad y no dis-

criminación) forma parte del derecho internacional general. En la actual etapa de 

la evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no 

discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens” (párr. 101).

4. 	 En su reciente Sentencia en el caso Yatama versus Nicaragua, adoptada el día de 

ayer, 23 de junio de 2005, la Corte ha confirmado el gran avance jurisprudencial alcan-

zado por su Opinión Consultiva Nº 18, que ha reafirmado el carácter de jus cogens del 

principio de la igualdad y no discriminación (párr. 184), y ha señalado que, 

“Por consiguiente, los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordenamien-

to jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las regulaciones de carácter discrimi-

natorio, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas 

que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas. Es 

discriminatoria una distinción que carezca de justificación objetiva y razonable.

El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho o de 

hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en dicho tratado, sino en lo que 

respecta a todas las leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. Es decir, no se limita 

a reiterar lo dispuesto en el artículo 1.1 de la misma, respecto de la obligación de los 

Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, los derechos reconocidos en dicho 

tratado, sino consagra un derecho que también acarrea obligaciones al Estado de 

respetar y garantizar el principio de igualdad y no discriminación en la salvaguardia de 

otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe” (párrs. 185-186).
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5.	 En el presente caso Acosta Calderón, la misma disposición legal que la Corte con-

cluyó haber causado un daño a la víctima en el caso Suárez Rosero, causó igualmente 

un perjuicio indebido a la víctima en el cas d’espèce, en el momento de la ocurrencia 

de los hechos. Aunque los dos primeros párrafos del artículo 114 bis del Código Penal 

ecuatoriano, entonces vigente, asignaban a las personas detenidas el derecho99 de ser 

liberadas cuando existían las condiciones indicadas, el último párrafo del mismo artículo 

contenía una excepción a dicho derecho, -que esta Corte consideró incompatible con la 

Convención Americana (artículo 2).

6.	 Teniendo presente el desarrollo jurisprudencial de la Corte, del caso Suárez Rosero 

hasta el presente caso Acosta Calderón (Opinión Consultiva Nº 18 y caso Yatama, supra 

párrs. 3 y 4), no veo cómo dejar de establecer en la presente Sentencia que el referido 

artículo 114 bis, in fine, del Código Penal ecuatoriano, vigente al momento de la ocu-

rrencia de los hechos del presente caso Acosta Calderón (abarcando el período en que 

estaba detenido), incurrió en violación del artículo 2 (deber de adoptar disposiciones de 

derecho interno), en combinación con el artículo 24 (derecho a la igualdad ante la ley), 

de la Convención Americana.100

7.	 El referido artículo 114 bis, in fine, del Código Penal ecuatoriano, aplicado en el 

presente caso, violó el artículo 2 de la Convención Americana precisamente por ser dis-

criminatorio; violó, asimismo, por consiguiente, también el artículo 24 de la Convención 

Americana. Me aparto, pues, de la Corte, en este punto, por haber el Tribunal eludido 

la cuestión, y no haber sido consistente con su propia evolución jurisprudencial reciente. 

Aún más, la Corte dejó de seguir, en este particular, el criterio que la orientó en la Senten-

cia adoptada en el día de ayer, 23 de junio de 2005, en el caso Yatama versus Nicaragua. 

Con este lapso superveniens, en un plazo de tan sólo 24 horas, en materia tan relevante 

como el principio del jus cogens de la igualdad y no discriminación 101, la Corte, en este 

punto específico, ha lamentablemente frenado su propio desarrollo jurisprudencial.  

8. 	 Como la Corte ha sostenido en su Opinión Consultiva Nº 18, de 2003, los Estados 

Partes en la Convención no pueden dictar medidas que violen los derechos en ella consa-

grados; en virtud del carácter perentorio del principio básico de la igualdad y no discrimina-

ción, “los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento jurídico regu-

laciones discriminatorias, de eliminar de dicho ordenamiento las regulaciones de carácter 

discriminatorio y de combatir las prácticas discriminatorias” (párr. 88). Los graves males de 

nuestros tiempos, -el narcotráfico, el terrorismo, el crimen organizado, entre otros tantos,- 

deben ser combatidos dentro del Derecho, pues simplemente no se puede enfrentarlos con 

sus propias armas: dichos males sólo pueden ser vencidos dentro del Derecho.
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9. 	 Nada justifica tratar ciertas personas con menoscabo al principio fundamental de la 

igualdad y no discriminación, que además informa y conforma el derecho a la igualdad 

ante la ley, consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana. Es este un prin-

cipio del jus cogens, el cual no puede ser eludido en circunstancia alguna. Espero que 

muy pronto la Corte recupere la línea avanzada de su propia jurisprudencia reciente, y se 

recupere, a sí misma, del lapso en que a mi juicio ha incurrido, en este particular, en la 

presente Sentencia.

[…]

Notas
99	 En perjuicio de los encausados por supuesto envolvimiento en narcotráfico.

100	 Ha sido demostrado ante la Corte (en la Sentencia de reparaciones, del 20.01.1999, en el caso Suárez 

Rosero, párr. 82) que, el 24.12.1997, el Tribunal Constitucional del Ecuador declaró inconstitucional el 

artículo 114 bis del Código Penal. Sin embargo, de conformidad con lo alegado por los representantes, el 

18.12.1997 se introdujo una reforma al Código de Ejecución de Penas en la que supuestamente se intro-

dujo una disposición discriminatoria (supra, párr. 129(f)). De todos modos, no procedería examinar en la 

Sentencia en el presente caso el alcance de las reformas de 18.12.1997 alegadas por los representantes (i.e., 

su incompatibilidad o no con la Convención Americana), por ser posteriores a los hechos del cas d’espèce, 

toda vez que al Sr. R. Acosta Calderón se le concedió la libertad el 29.07.1996.

101	 Sobre la relevancia de dicho principio, cf. A.A. Cançado Trindade, Tratado de Direito Internacional dos Direc-

tos Humanos, vol. II, Porto Alegre/Brasil, S.A. Fabris Ed., 1999, pp. 76-82.
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[…]

I. Introducción de la Causa

[…]

2.	 La Comisión presentó la demanda con base en el artículo 61 de la Convención 

Americana, con la finalidad de que la Corte declarara la responsabilidad internacional 

de la República Dominicana por la presunta violación de los artículos 3 (Derecho al 

Reconocimiento de la Personalidad Jurídica), 8 (Garantías Judiciales), 19 (Derechos 

del Niño), 20 (Derecho a la Nacionalidad), 24 (Igualdad ante la Ley) y 25 (Protección 

Judicial) de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 (Obligación 

de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) 

del mismo instrumento convencional, en perjuicio de las niñas Dilcia Oliven Yean y 

Violeta Bosico Cofi 1 (en adelante “las niñas Dilcia Yean y Violeta Bosico”, “las niñas 

Yean y Bosico”, “las niñas Dilcia y Violeta”, “las niñas” o “las presuntas víctimas”), 

en relación con los hechos acaecidos y los derechos violados desde el 25 de marzo de 

1999, fecha en que la República Dominicana reconoció la competencia contenciosa de 

la Corte.

3.	 La Comisión alegó en su demanda que el Estado, a través de sus autoridades del 

Registro Civil, negó a las niñas Yean y Bosico la emisión de sus actas de nacimiento, 

a pesar de que ellas nacieron en el territorio del Estado y de que la Constitución de la 

República Dominicana (en adelante “la Constitución”) establece el principio del ius soli 

para determinar quienes son ciudadanos dominicanos. La Comisión señaló que el Esta-

do obligó a las presuntas víctimas a permanecer en una situación de continua ilegalidad 

y vulnerabilidad social, violaciones que adquieren una dimensión más grave cuando se 

trata de menores, toda vez que la República Dominicana negó a las niñas Yean y Bosico 

su derecho a la nacionalidad dominicana y las mantuvo como apátridas hasta el 25 de 

septiembre de 2001. Según la Comisión, la niña Violeta Bosico se vio imposibilitada de 

asistir a la escuela por un año debido a la falta de documentos de identidad. La inexis-

tencia de un mecanismo o procedimiento para que un individuo apele una decisión del 

Registro Civil ante el Juez de Primera Instancia, así como las acciones discriminatorias 

de los oficiales del Registro Civil que no permitieron a las presuntas víctimas obtener 

sus actas de nacimiento, son igualmente alegadas por la Comisión como violaciones a 

determinados derechos consagrados en la Convención.

[…]
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Consideraciones de la Corte

[…]

140. La determinación de quienes son nacionales sigue siendo competencia interna de 

los Estados. Sin embargo, su discrecionalidad en esa materia sufre un constante proceso 

de restricción conforme a la evolución del derecho internacional, con vistas a una mayor 

protección de la persona frente a la arbitrariedad de los Estados. Así que en la actual 

etapa de desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos, dicha facultad 

de los Estados está limitada, por un lado, por su deber de brindar a los individuos una 

protección igualitaria y efectiva de la ley y sin discriminación y, por otro lado, por su deber 

de prevenir, evitar y reducir la apatridia94.

141. La Corte considera que el principio de derecho imperativo de protección igualitaria 

y efectiva de la ley y no discriminación determina que los Estados, al regular los meca-

nismos de otorgamiento de la nacionalidad, deben abstenerse de producir regulaciones 

discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en los diferentes grupos de una 

población al momento de ejercer sus derechos95. Además, los Estados deben combatir 

las prácticas discriminatorias en todos sus niveles, en especial en los órganos públicos, y 

finalmente debe adoptar las medidas afirmativas necesarias para asegurar una efectiva 

igualdad ante la ley de todas las personas.

142. Los Estados tienen la obligación de no adoptar prácticas o legislación, respecto al 

otorgamiento de la nacionalidad, cuya aplicación favorezca el incremento del número 

de personas apátridas, condición que es derivada de la falta de nacionalidad, cuando un 

individuo no califica bajo las leyes de un Estado para recibirla, como consecuencia de su 

privación arbitraria, o bien por el otorgamiento de una nacionalidad que no es efectiva en 

la práctica. La apatridia tiene como consecuencia imposibilitar el goce de los derechos ci-

viles y políticos de una persona, y ocasionarle una condición de extrema vulnerabilidad.

[…]

155. La Corte considera necesario señalar que el deber de respetar y garantizar el princi-

pio de la igualdad ante la ley y no discriminación es independiente del estatus migratorio 

de una persona en un Estado. Es decir, los Estados tienen la obligación de garantizar este 

principio fundamental a sus ciudadanos y a toda persona extranjera que se encuentre en 

su territorio, sin discriminación alguna por su estancia regular o irregular, su nacionalidad, 

raza, género o cualquier otra causa98.
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156. De acuerdo con lo señalado, y en consideración del derecho a la nacionalidad de 

los hijos de personas migrantes en la República Dominicana en relación con la norma 

constitucional pertinente y los principios internacionales de protección de los migrantes, 

la Corte considera que:

a)	 el estatus migratorio de una persona no puede ser condición para el otorga-

miento de la nacionalidad por el Estado, ya que su calidad migratoria no puede 

constituir, de ninguna forma, una justificación para privarla del derecho a la nacio-

nalidad ni del goce y ejercicio de sus derechos99;

b)	 el estatus migratorio de una persona no se trasmite a sus hijos, y

c)	 la condición del nacimiento en el territorio del Estado es la única a ser demostra-

da para la adquisición de la nacionalidad, en lo que se refiere a personas que no ten-

drían derecho a otra nacionalidad, si no adquieren la del Estado en donde nacieron.

[…]

163.	La Corte considera que al presentarse ante la Oficialía del Estado Civil y realizar la 

solicitud de inscripción tardía las niñas hicieron exigible su derecho a la nacionalidad, para 

lo cual cumplieron con la presentación de la constancia de nacimiento y de la cédula de 

sus madres, que eran los dos requisitos que se les debía aplicar, conforme a la legislación 

interna pertinente y de acuerdo a sus edades […]. Pese a lo anterior, el Estado rechazó la 

solicitud, y denegó la nacionalidad dominicana a las presuntas víctimas […].

164.	Este Tribunal observa que la solicitud de inscripción tardía de nacimiento fue dene-

gada con fundamento en el incumplimiento de la presentación de once o doce requisitos, 

los cuales no eran los exigibles a los niños menores de 13 años de edad, y que fueron 

aplicados a las niñas, pese a que al momento de la solicitud Dilcia Yean tenía 10 meses 

de edad y Violeta Bosico tenía 12 años de edad […].

165.	Se debe hacer notar que la edad es el criterio legal utilizado en la República Domi-

nicana para diferenciar la aplicación de requisitos para la solicitud de inscripción tardía 

de nacimiento. Bajo la legislación aplicable, las niñas Yean y Bosico no presentaban con-

dición alguna que las diferenciase de los demás niños dominicanos menores de 13 años 

de edad que pudiera justificar el agravamiento de las exigencias para el registro de su 

nacimiento. La aplicación a las presuntas víctimas de los requisitos que no les correspon-

dían como menores de 13 años de edad, fue violatoria de la regulación interna sobre la 

materia y les impuso una carga de prueba desproporcionada e indebida. 
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166.	La Corte considera que al haber aplicado a las niñas, para obtener la nacionalidad, 

otros requisitos distintos a los exigidos para los menores de 13 años de edad, el Estado 

actuó de forma arbitraria, sin criterios razonables u objetivos, y de forma contraria al 

interés superior del niño, lo que constituyó un tratamiento discriminatorio en perjuicio 

de las niñas Dilcia Yean y Violeta Bosico. Esa condición determinó que ellas estuviesen 

al margen del ordenamiento jurídico del Estado y fuesen mantenidas como apátridas, lo 

que las colocó en una situación de extrema vulnerabilidad, en cuanto al ejercicio y goce 

de sus derechos103. 

167. En atención a la condición de niñas de las presuntas víctimas, la Corte considera 

que la vulnerabilidad derivada de la apatridia comprometió el libre desarrollo de su per-

sonalidad, ya que el acceso a los derechos y a la protección especial de que son titulares 

se vio imposibilitado.

168. Además, este Tribunal considera que el tratamiento discriminatorio impuesto por 

el Estado a las niñas Yean y Bosico, se enmarca dentro de la condición vulnerable de la 

población haitiana y dominicana de ascendencia haitiana en la República Dominicana, a 

la cual pertenecen las presuntas víctimas […].

[…]

171. En consideración del deber del Estado de otorgar la nacionalidad a quienes nacie-

ron en su territorio, la República Dominicana debió adoptar todas las medidas positivas 

necesarias para garantizar que Dilcia Yean y Violeta Bosico, como niñas dominicanas de 

ascendencia haitiana, pudieran acudir al procedimiento de inscripción tardía en condi-

ciones de igualdad y no discriminación y ejercer y gozar en plenitud su derecho a la na-

cionalidad dominicana. Los requisitos exigidos para probar el nacimiento en el territorio 

deben ser razonables y no pueden representar un obstáculo para acceder al derecho a 

la nacionalidad.

172. Este Tribunal encuentra que en razón del tratamiento discriminatorio aplicado a 

las niñas, el Estado les denegó su nacionalidad y las dejó apátridas, lo cual, a su vez, les 

impuso una situación de continua vulnerabilidad que perduró hasta el 25 del septiembre 

de 2001, es decir, después de la fecha de reconocimiento de la competencia contenciosa 

de la Corte por la República Dominicana.

173. La Corte considera que la situación de extrema vulnerabilidad en que el Estado co-

locó a las niñas Yean y Bosico, en razón de la denegación de su derecho a la nacionalidad 
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por razones discriminatorias, así como la imposibilidad de recibir protección del Estado 

y de acceder a los beneficios de que eran titulares, y finalmente por vivir bajo el temor 

fundado de que fuesen expulsadas del Estado del cual eran nacionales y ser separadas de 

su familia por la falta del acta de nacimiento, la República Dominicana incumplió con su 

obligación de garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana, la cual 

implica no sólo que el Estado debe respetarlos (obligación negativa), sino que, además, 

debe adoptar todas las medidas apropiadas para garantizarlos (obligación positiva)106.

174. La Corte encuentra que por razones discriminatorias y contrarias a la normativa in-

terna pertinente, el Estado dejó de otorgar la nacionalidad a las niñas, lo que constituyó 

una privación arbitraria de su nacionalidad, y las dejó apátridas por más de cuatro años 

y cuatro meses, en violación de los artículos 20 y 24 de la Convención Americana, en 

relación con el artículo 19 de la misma, y también en relación con el artículo 1.1 de este 

instrumento, en perjuicio de las niñas Dilcia Yean y Violeta Bosico.

[…]

XIII. Reparaciones

[…]

B)	 Daños material e inmaterial

[…]

224. Al fijar la compensación por daño inmaterial en el caso sub judice, se debe con-

siderar que el Estado reconoció la nacionalidad dominicana de las niñas Dilcia y Violeta 

hasta el 25 de septiembre de 2001, es decir, más de cuatro años y cuatro meses después 

que éstas solicitaron la inscripción tardía de su nacimiento. Al no otorgar a las niñas la 

nacionalidad dominicana, el Estado les impuso una situación de extrema vulnerabilidad, 

y violó su derecho a la nacionalidad por razones discriminatorias, así como otros dere-

chos, a saber: el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, al nombre y a la 

igualdad ante la ley, todos en relación con los derechos del niño. Tampoco el Estado les 

otorgó la protección especial que les era debida, les impidió acceder a los beneficios de 

que eran titulares, y causó que ellas viviesen bajo el temor fundado de ser expulsadas del 

Estado del cual eran nacionales, y ser separadas de su familia. Las niñas Dilcia y Violeta 

no contaron con la protección que la República Dominicana debió brindarles de acuerdo 

a las obligaciones internacionales que ha asumido convencionalmente.
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[…]

C)	 Otras formas de reparación (medidas de satisfacción y garantías de no repe-

tición) 

[…]

242. La Corte también considera necesario que el Estado implemente, en un plazo ra-

zonable, un programa para la formación y capacitación en derechos humanos, con es-

pecial énfasis al principio de igualdad ante la ley y no discriminación, de los funcionarios 

estatales encargados de la inscripción de nacimiento, en el cual se les instruya sobre la 

especial situación de los menores de edad y se impulse la cultura de tolerancia y no dis-

criminación.

[…]

Voto Razonado del Juez  
A. A. CANÇADO TRINDADE

[…]

II.	 La reacción del derecho a la alarmante diversificación de las manifestaciones 

de la apatridia.

[…]

14. 	 En el presente caso de las Niñas Yean y Bosico, entendió la Corte que la vulneración 

del derecho a la nacionalidad y de los derechos del niño acarreó igualmente la lesión de 

los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, al nombre, y a la igualdad 

ante la ley, bajo la Convención Americana (párrs. 174-175, 179-180 y 186-187). Signifi-

cativamente, la Corte, en la misma línea de razonamiento lúcido - a la altura de los desa-

fíos de nuestro tiempo - inaugurado en su Opinión Consultiva Nº 18, sobre la Condición 

Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados (2003), de trascendencia histórica, 

ponderó, esta vez en el marco de un caso contencioso, que

“(...) el deber de respetar y garantizar el principio de la igualdad ante la ley y 

no-discriminación es independiente del status migratorio de una persona en un 

Estado. Es decir, los Estados tienen la obligación de garantizar este principio fun-

damental a sus ciudadanos y a toda persona extranjera que se encuentre en su 
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territorio, sin discriminación alguna por su estancia regular o irregular, su nacio-

nalidad, raza, género o cualquier otra causa. De acuerdo con lo señalado, (...) la 

Corte considera que:

a) el status migratorio de una persona no puede ser condición para el otorgamiento 

de la nacionalidad por el Estado, ya que su calidad migratoria no puede constituir, 

de ninguna forma, una justificación para privarla del derecho a la nacionalidad ni del 

goce y ejercicio de sus derechos;

b) el status migratorio de una persona no se transmite a sus hijos, y

c) la condición del nacimiento en el territorio del Estado es la única a ser demostrada 

para adquisición de la nacionalidad, en lo que se refiere a personas que no tendrían 

derecho a otra nacionalidad, si no adquieren la del Estado en donde nacieron” 

(párrs. 155-156).

[…]

III.	 El Amplio Alcance de los Deberes Generales de Protección (Artículo 1.1 y 1.2 

de la Convención Americana)

[…]

22. 	 La Corte ha, en suma, en la presente Sentencia, preservado los estándares de pro-

tección consagrados en su jurisprudence constante. Se ha prevalecido del muy valioso 

aporte de su Opinión Consultiva Nº 18, sobre la Condición Jurídica y Derechos de los Mi-

grantes Indocumentados (2003), así como del relevante legado de su Opinión Consultiva 

Nº 17 (sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, 2002); ha relacionado 

los derechos vulnerados entre sí (derecho a la nacionalidad y derechos del niño, derechos 

al nombre y al reconocimiento de la personalidad jurídica y a la igualdad ante la ley, y 

derecho a la integridad personal), en lugar de tratarlos de modo indebidamente compar-

timentalizado; y ha subrayado el amplio alcance de los deberes generales de los artículos 

1.1 y  1.2 de la Convención Americana. Me daría mucha pena si, en el futuro (tempus 

fugit), la Corte se apartara de esa jurisprudencia, que es la que maximiza la protección de 

los derechos humanos bajo la Convención Americana.

[…]
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Notas
1	 El 25 de marzo de 1999, fecha en la cual el Estado reconoció la competencia contenciosa de la Corte, Dilcia 

Yean tenía 2 años de edad, y Violeta Bosico tenía 14 años de edad.

13	 Cfr. Caso Acosta Calderón. Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie C Nº 129, párr 40; Caso Yatama. Sen-

tencia de 23 de junio de 2005. Serie C Nº 127, párr. 106, y Caso Fermín Ramírez. Sentencia de 20 de junio 

de 2005. Serie C Nº 126, párr. 43.

84	 La Corte hace notar que al momento de dictarse la presente Sentencia, Dilcia Yean tiene de 9 años edad 

y Violeta Bosico tiene 20 años de edad; sin embargo, dado que el 25 de marzo de 1999 Dilcia y Violeta 

tenían, respectivamente, 2 y 14 años de edad, la Corte se referirá a las presuntas víctimas como niñas, cfr. 

Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. 

Serie A Nº 17, párr. 42. 

85	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, supra nota 84, párrs. 53, 54 y 60, y Caso de los Her-

manos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004, Serie C Nº 110, párr. 164.

94	 Cfr., entre otros, Convención para Reducir los Casos de Apatridia, artículo 1.1; Convención Internacional 

sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, artículo 29, y 

Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 7.1, y Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

artículo 24.3.

95	 Cfr. Caso Yatama, supra nota 13, párr. 185; Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. 

Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, Serie A Nº 18, párr. 88, y Condición Jurídica y 

Derechos Humanos del Niño, supra nota 84, párr. 44.

98	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 95, párr. 118.

99	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 95, párr. 134.

103	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, supra nota 84, párr. 56.

106	 Cfr. Caso Instituto de Reeducación del Menor. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C Nº 112, párr. 

158; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 85, párr. 129, y Caso 19 Comerciantes. Sentencia 

de 5 de julio de 2004.  Serie C. Nº 109, párr. 153.
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[…]

I. Introducción de la Causa

[…]

2. 	 La Comisión presentó la demanda en este caso con el objeto de que la Corte de-

cidiera si el Estado violó los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad 

Personal) y 7 (Derecho a la Libertad Personal) de la Convención Americana, en perjuicio 

de las presuntas víctimas de la alegada masacre perpetrada en Mapiripán, indicadas en 

la demanda. Además, la Comisión solicitó al Tribunal que decidiera si el Estado violó los 

artículos 8.1 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención, en rela-

ción con el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) del referido tratado, en 

perjuicio de las presuntas víctimas de la supuesta masacre y sus familiares. Al momento 

de presentar la demanda, la Comisión señaló que “entre el 15 y 20 de julio de 1997 […] 

aproximadamente un centenar de miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia 

[…] con la colaboración y aquiescencia de agentes del […] Estado, privaron de la libertad, 

torturaron y asesinaron a por lo menos 49 civiles, tras lo cual destruyeron sus cuerpos 

y arrojaron los restos al río Guaviare, en el Municipio de Mapiripán, Departamento del 

Meta”. Asimismo, señaló que “aproximadamente 49 personas” eran las presuntas vícti-

mas, de las cuales identificó a diez personas y a algunos de sus familiares.

[…]

XII. Desplazamiento Interno de los Familiares de las 
Víctimas (Artículo 22.1 de la Convención Americana en 
Relación con los Artículos 4.1, 5.1, 19 y 1.1 de la Misma)

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

175. Los motivos y las manifestaciones de la vulnerabilidad acentuada en los desplazados 

han sido caracterizados desde diversas perspectivas. Dicha vulnerabilidad es reforzada 

por su proveniencia rural y, en general, afecta con especial fuerza a mujeres, quienes 

son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población desplazada, niñas y 
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niños, jóvenes y personas de la tercera edad. La crisis del desplazamiento interno provoca 

a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos de desplazados internos se convier-

ten en un nuevo foco o recurso de reclutamiento para los propios grupos paramilitares, 

de narcotráfico y de la guerrilla235. El retorno de los desplazados a sus hogares carece, 

en muchos casos, de las condiciones necesarias de seguridad y de dignidad para ellos236 

y, dentro de los efectos nocivos de los reasentamientos que provoca el desplazamiento 

forzado interno, además de graves repercusiones psicológicas en ellos, se han destacado 

(i) la pérdida de la tierra y de la vivienda, (ii) la marginación, (iii) la pérdida del hogar, (iv) el 

desempleo, (v) el deterioro de las condiciones de vida, (vi) el incremento de las enferme-

dades y de la mortalidad, (vii) la pérdida del acceso a la propiedad entre comuneros, (viii) 

la inseguridad alimentaria, y (ix) la desarticulación social, así como el empobrecimiento y 

el deterioro acelerado de las condiciones de vida. […] 

[…]

177. En razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la amplia 

gama de derechos humanos que afecta o pone en riesgo, y en atención a dichas cir-

cunstancias de especial debilidad, vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se 

encuentran los desplazados como sujetos de derechos humanos, su situación puede ser 

entendida como una condición individual de facto de desprotección respecto del resto 

de personas que se encuentren en situaciones semejantes. Esta condición de vulnerabi-

lidad tiene una dimensión social, que se presenta en el contexto histórico específico del 

conflicto armado interno en Colombia, y conduce al establecimiento de diferencias en 

el acceso de los desplazados a los recursos públicos administrados por el Estado. Dicha 

condición es reproducida por prejuicios culturales que dificultan la integración de los 

desplazados a la sociedad y pueden llevar a la impunidad de las violaciones de derechos 

humanos  cometidas en su contra.

178. En relación con esa situación de desigualdad, es pertinente recordar que existe un 

vínculo indisoluble entre las obligaciones erga omnes de respetar y garantizar los dere-

chos humanos y el principio de igualdad y no discriminación, el cual posee carácter de jus 

cogens y es fundamental para la salvaguardia de los derechos humanos tanto en el dere-

cho internacional como en el interno e impregna toda actuación del poder del Estado, en 

cualquiera de sus manifestaciones. En cumplimiento de dichas obligaciones, los Estados 

deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa 

o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto, así como a 

adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes 

en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica el deber 
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especial de protección que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas 

de terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las 

situaciones discriminatorias238.

179. En los términos de la Convención Americana, la situación diferenciada en que se 

encuentran los desplazados obliga a los Estados a otorgar un trato preferente a su favor 

y a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su referida condición 

de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis actuaciones y prácticas de 

terceros particulares

180. En el presente caso, las características de la masacre ocurrida en Mapiripán, las 

vivencias de los días en que sucedió la masacre, los daños sufridos por las familias, au-

nada al miedo de los familiares a que se repitieran hechos similares, al amedrentamiento 

y amenazas recibidas por algunos de ellos por parte de paramilitares, así como a dar su 

testimonio o de haberlo dado, provocó el desplazamiento interno de muchas familias de 

Mapiripán. Es posible que algunos de los familiares desplazados no vivieran en Mapiripán 

al momento de los hechos sino en los alrededores, pero se vieron igualmente obligadas 

a desplazarse como consecuencia de los mismos. […]

[…]

Notas
190	 Cfr. Caso 19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C Nº 109, párr. 141; Caso Maritza Urrutia. 

Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C Nº 103, párr. 41, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán 

Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C Nº 63, párr. 75.

235	 Cfr. Consejo Económico y Social, Informe del Relator Especial sobre una vivienda adecuada como elemento 

integrante del derecho a un nivel de vida adecuado y sobre el derecho de no discriminación a este respecto, 

E/CN.4/2005/48, 3 de marzo de 2005, párr. 38.

236	 Cfr. Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación 

de los derechos humanos en Colombia, E/CN.4/2003/13, 24 de febrero de 2003, párr. 94 (expediente de 

anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 41, folio 3717).

238	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC 18/03, supra 

nota 190, párrs. 86 a 105.
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[…]

I. Introducción de la Causa

[…]

2. 	 La Comisión presentó la demanda con el fin de que la Corte decidiera si el Estado 

violó los artículos 5 (Derecho a la Integridad Personal), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 

8 (Garantías Judiciales), 25 (Protección Judicial) y 24 (Igualdad ante la Ley) de la Conven-

ción Americana, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 2 (Deber de 

Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) y 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) 

de dicho tratado, en perjuicio del señor Alfredo López Álvarez (en adelante “Alfredo Ló-

pez Álvarez”, “señor López Álvarez” o “presunta víctima”), miembro de una comunidad 

garífuna hondureña. La Comisión señaló que: a) la presunta víctima fue privada de su 

libertad personal a partir del 27 de abril de 1997, fecha en la que fue detenida por po-

sesión y tráfico ilícito de estupefacientes; b) el 7 de noviembre del año 2000 el juez que 

conocía la causa dictó sentencia condenatoria en contra del señor López Alvarez que fue 

anulada el 2 de mayo de 2001 por la Corte de Apelaciones de la Ceiba; ésta ordenó re-

trotraer el juicio a la etapa del sumario, y c) el 13 de enero de 2003 el Tribunal de primera 

instancia dictó nueva sentencia, confirmada por la Corte de Apelaciones de la Ceiba, que 

absolvió al señor López Álvarez; sin embargo, éste permaneció detenido hasta el 26 de 

agosto de 2003.

[…]

Hechos Probados

[…]

Respecto de las condiciones carcelarias a que estuvo sometido el señor Alfredo 

López Álvarez

[…]

54.49. A principios del año 2000 el director del Centro Penal de Tela prohibió a la pobla-

ción garífuna recluida en dicho penal, en la que se incluía el señor Alfredo López Álvarez, 

hablar el garífuna, su lengua materna, con los demás reclusos que la conocían y con las 

personas que lo visitaban73.
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[…]

Respecto de los daños materiales e inmateriales causados al señor Alfredo López 

Álvarez y a sus familiares 

[…]

54.51. El señor López Álvarez estuvo privado de libertad durante seis años y cuatro meses 

en los centros penales de Tela y Támara, tiempo que permaneció detenido junto con los 

condenados, siendo él procesado, en condiciones carcelarias de hacinamiento e insalu-

bridad. Se le prohibió hablar su idioma materno […], todo lo cual afectó su dignidad e 

integridad personal, y le causó daños inmateriales75.

[…] 

XI. Violación de los Artículos 13 y 24 de la Convención 
Americana en Relación con el Artículo 1.1 de la Misma 
(Libertad de Pensamiento y de Expresión, Igualdad ante 
la Ley y Obligación de Respetar los Derechos)

[…]

170. Este Tribunal ha reiterado que el principio de derecho imperativo de protección 

igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación determina que los Estados deben abste-

nerse de producir regulaciones discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en 

los diferentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos. Además, los 

Estados deben combatir prácticas discriminatorias y adoptar las medidas necesarias para 

asegurar una efectiva igualdad de todas las personas ante la ley117.

171. Los Estados deben tomar en consideración los datos que diferencian a los miem-

bros de pueblos indígenas de la población en general, y que conforman la identidad 

cultural de aquéllos118. La lengua es uno de los más importantes elementos de identi-

dad de un pueblo, precisamente porque garantiza la expresión, difusión y transmisión 

de su cultura.

[…]
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174. Las anteriores consideraciones llevan a la Corte a concluir que el Estado tiene res-

ponsabilidad por la violación de los derechos a la libertad de pensamiento y de expre-

sión y de la igualdad ante la ley, consagrados en los artículos 13 y 24 de la Convención 

Americana, y por el incumplimiento de la obligación general de respetar y garantizar los 

derechos y libertades establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio 

del señor Alfredo López Álvarez.

[…] 

Voto Razonado del Juez  
SERGIO GARCÍA RAMÍREZ […]

[…]

VII. Libertad de Expresión

45. 	 En el inicio de este Voto mencioné también un tema de la Sentencia que no se 

refiere directamente al debido proceso: libertad de (pensamiento y) expresión, conforme 

al artículo 13, afectada en el presente caso porque se prohibió a la víctima el empleo 

de la lengua del grupo social al que pertenece, el garífuna, mientras estuvo en prisión. 

Esta violación, en concepto de la Corte, toca igualmente el artículo 24 de la Convención 

-“Igualdad ante la ley”- en conexión con el artículo 1.1, es decir, entraña un acto de 

discriminación que transgrede esos preceptos del Pacto de San José o que concurre a 

caracterizar la violación declarada con respecto al artículo 13.

[…]

48. 	 Además, el garífuna constituye un dato de identidad personal y colectiva. Es un 

elemento de la cultura característica de cierto grupo dentro de la sociedad hondureña. 

Los integrantes de aquél tienen derecho a su propia identidad, que informa sus valores 

individuales y colectivos, orienta su trayectoria vital, sus opciones personales y sociales. 

Es obligación del Estado reconocer esta singularidad -que deviene intocable, dentro de la 

generalidad nacional- y ofrecerle medidas de respeto y garantía. El principio de igualdad 

y no discriminación, consagrado por el artículo 1.1, y la igualdad ante la ley, prevista por 

el artículo 24, implican que todas las personas sujetas a la jurisdicción de cierto Estado 

puedan disfrutar de la protección que requieren para el goce y ejercicio efectivos de sus 

derechos. Esto entraña diversas opciones personales válidas, que no se hallan sujetas a la 
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valoración o discreción de los agentes del Estado, en tanto no se presenten los factores 

de restricción o limitación a los que antes me referí.

[…]

Notas
15 Cfr. Caso Palamara Iribarne. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C Nº 135, párr. 60; Caso de la Ma-

sacre de Mapiripán. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 79, párr. 134, y Caso de las Niñas 

Yean y Bosico. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C Nº 130, párr. 96.

73 Cfr. comunicación remitida por la Asesora Legal del Proyecto Derechos Humanos y Población Carcelaria del 

Comité para la Defensa de los Derechos Humanos en Honduras (CODEH), señora Julia Gutiérrez, a la Fiscal 

Especial de Derechos Humanos, Señora Aída Estela Romero, el 24 de mayo de 2000 (expediente de anexos 

a la demanda, anexo 35, folios 883 y 884); oficio remitido por el Presidente del Comité para la Defensa de 

los Derechos Humanos en Honduras (CODEH), señor Andrés Pavón Murillo, y el Coordinador del Proyecto 

Derechos Humanos y Población Carcelaria, señor Nelson Reyes M., a la Fiscalía de Derechos Humanos, en 

nombre de la señora Aída Estela Romero, el 28 de marzo de 2000 (expediente de anexos a la demanda, 

anexo 35, folio 882); comunicación remitida por el presidente del Comité para la Defensa de los Derechos 

Humanos en Honduras (CODEH), señor Andrés Pavón Murillo, al Ministro de Seguridad, señor Gautama 

Fonseca Zúñiga, el 5 de abril de 2001 (expediente de anexos a la demanda, anexo 36, folios 885 al 888); 

declaración de testigo ante la Fiscalía Local de la ciudad de Tela, rendida por el señor Alfredo López Álvarez, 

sin fecha (expediente de anexos a la demanda, anexo 33, folios 876 y 877); testimonio del señor Alfredo 

López Álvarez rendido en la audiencia pública celebrada ante la Corte Interamericana el 28 de junio de 

2005, y testimonio de la señora Teresa Reyes Reyes rendido en la audiencia pública celebrada ante la Corte 

Interamericana el 28 de junio de 2005.

75 Cfr. testimonio del señor Alfredo López Álvarez rendido en la audiencia pública celebrada ante la Corte Inte-

ramericana el 28 de junio de 2005, y testimonio de la señora Teresa Reyes Reyes rendido en la audiencia 

pública celebrada ante la Corte Interamericana el 28 de junio de 2005.

109 Cfr. Caso Palamara Iribarne, supra nota 15, párr. 164; Caso Yatama. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C 

Nº 127, párr. 149; Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C Nº 74, párr. 104.

117 Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico, supra nota 15, párr. 141; Caso Yatama, supra nota 109, párr. 185, y 

Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de 

septiembre de 2003, Serie A Nº 18, párr. 88.

118 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa. Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 51.
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[…]

I. Introducción de la Causa

[…]

2. 	 La Comisión presentó la demanda con base en el artículo 61 de la Convención 

Americana, con el fin de que la Corte decidiera si el Paraguay violó los artículos 4 

(Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 21 (Derecho a la Propiedad 

Privada), 8 (Garantías Judiciales), y 25 (Protección Judicial) de la Convención Ameri-

cana, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 (Obligación de 

Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) de 

la misma, en perjuicio de la Comunidad Sawhoyamaxa del Pueblo Enxet-Lengua (en 

adelante la “Comunidad indígena Sawhoyamaxa”, la “Comunidad Sawhoyamaxa”, la 

“Comunidad indígena” o la “Comunidad”) y sus miembros (en adelante “los miem-

bros de la Comunidad”). La Comisión alegó que el Estado no ha garantizado el derecho 

de propiedad ancestral de la Comunidad Sawhoyamaxa y sus miembros, ya que desde 

1991 se encontraría en tramitación su solicitud de reivindicación territorial, sin que se 

haya resuelto satisfactoriamente. De acuerdo con lo manifestado por la Comisión en su 

demanda, esto ha significado la imposibilidad de la Comunidad y sus miembros de ac-

ceder a la propiedad y posesión de sus tierras y ha implicado mantenerla en un estado 

de vulnerabilidad alimenticia, médica y sanitaria, que amenaza en forma continua su 

supervivencia e integridad.

[…]

VIII. Violación de los Artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana (Protección Judicial y Garantías Judiciales) en 
Relación con los Artículos 1.1 y 2 de la Misma

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

83. 	 Asimismo, conforme a la jurisprudencia del Tribunal, es indispensable que los Esta-

dos otorguen una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias de 
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los pueblos indígenas, sus características económicas y sociales, así como su situación de 

especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres 176.

[…]

XII. Violación del Artículo 3 de la Convención Americana 
(Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica)

[…]

189. Es deber del Estado procurar los medios y condiciones jurídicas en general, para 

que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser ejercido por sus 

titulares. En especial, el Estado se encuentra obligado a garantizar a aquellas personas en 

situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las condiciones jurídicas y 

administrativas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en atención al principio de 

igualdad ante la ley.

[…]

Voto Razonado del Juez  
SERGIO GARCÍA RAMÍREZ […]

I- Cuestiones procesales: procedimientos efectivos y plazo razonable

[…]

3. 	 El acceso a la justicia suele tropezar con infinidad de obstáculos. Unos tienen que 

ver con la existencia misma de medios legales para reclamar el interés o el derecho y exi-

gir la obligación correspondiente; otros, con la legitimación para emprender este camino; 

algunos -vinculados con los anteriores- con la representación en juicio; no pocos, con 

las condiciones, exigencias y laberintos del proceso; y más de algunos con la duración 

inmoderada del enjuiciamiento -o más ampliamente- del procedimiento conducente al 

goce y ejercicio del derecho cuestionado, duración que puede convertirse en denegación 

de justicia. Lo asegura un popular aforismo: “justicia retardada es justicia denegada”.

4. 	 Esas vicisitudes, producto de muchas fuentes -no siempre de la malicia- suelen pre-

sentarse con especial frecuencia y virulencia en el camino que deben recorrer los indivi-

duos menos provistos de apoyo y fortuna, integrantes de sectores sociales marginados, 
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cuyo conocimiento de los propios derechos y capacidad para reclamarlos son a menudo 

escasos y se hallan enervados por factores que provienen de antiguas y persistentes des-

igualdades. La imposibilidad de acceder a la justicia constituye, precisamente, un rasgo 

característico de la desigualdad y la marginación. Es aquí donde se advierte con toda 

evidencia la necesidad de que el Estado -el Estado benefactor de quienes no podrían 

avanzar con sus propios medios- salga al paso de obstáculos y desigualdades, empleando 

medios de compensación, materiales y formales, que abran las puertas de la justicia. No 

se trata de que el Estado mueva a capricho los platillos de la balanza, sino de que cuide 

que los haya efectivamente y que ninguno de ellos se incline de antemano.

[…]

Notas
1	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa. Sentencia 17 de junio de 2005. Serie Nº 125.

176	 Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, supra nota 1, párr. 63.
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[…]

I. Introducción de la Causa

[…]

2. 	 La Comisión presentó la demanda en este caso con el objeto de que la Corte de-

cidiera si el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los 

artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Derecho a las 

Garantías Judiciales) y 25 (Derecho a la Protección Judicial) de la Convención Americana, 

en relación con la obligación establecida en el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los 

Derechos) de la misma, en perjuicio del señor Damião Ximenes Lopes (en adelante “el se-

ñor Damião Ximenes Lopes”, “el señor Ximenes Lopes” o “la presunta víctima”), por las 

supuestas condiciones inhumanas y degradantes de la hospitalización del señor Damião 

Ximenes Lopes, una persona con discapacidad mental; los alegados golpes y ataques 

contra la integridad personal de que se indica fue víctima por parte de los funcionarios 

de la Casa de Reposo Guararapes (en adelante “la Casa de Reposo Guararapes” o “el 

hospital”); su muerte mientras se encontraba allí sometido a tratamiento psiquiátrico; así 

como la supuesta falta de investigación y garantías judiciales que caracterizan su caso y 

lo mantienen en la impunidad. La presunta víctima fue internada el 1 de octubre de 1999 

para recibir tratamiento psiquiátrico en la Casa de Reposo Guararapes, la cual era un cen-

tro de atención psiquiátrica privado, que operaba dentro del marco del sistema público 

de salud del Brasil, llamado Sistema Único de Salud (en adelante “el Sistema Único de 

Salud” o “el SUS”), en el Municipio de Sobral, estado del Ceará. El señor Ximenes Lopes 

falleció el 4 de octubre de 1999 dentro de la Casa de Reposo Guararapes, al final de tres 

días de internación.

[…]

c)	 La especial atención a las personas que sufren de discapacidades mentales 

	en razón de su particular vulnerabilidad

103.	La Corte Interamericana considera que toda persona que se encuentre en una si-

tuación de vulnerabilidad es titular de una protección especial, en razón de los deberes 

especiales cuyo cumplimiento por parte del Estado es necesario para satisfacer las obli-

gaciones generales de respeto y garantía de los derechos humanos.  La Corte reitera que 

no basta que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la 

adopción de medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades 
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de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 

específica en que se encuentre34, como la discapacidad. 

104.	En tal sentido, los Estados deben tomar en cuenta que los grupos de personas que 

viven en circunstancias adversas y con menos recursos, tales como las personas que viven en 

condiciones de extrema pobreza; niños y adolescentes en situación de riesgo, y poblaciones 

indígenas, enfrentan un incremento del riesgo para padecer discapacidades mentales, como 

era el caso del señor Damião Ximenes Lopes. Es directo y significativo el vínculo existente 

entre la discapacidad, por un lado, y la pobreza y la exclusión social, por otro. En razón de lo 

anterior, entre las medidas positivas a cargo de los Estados se encuentran aquellas necesarias 

para prevenir todas las formas de discapacidad prevenibles, y dar a las personas que pade-

cen de discapacidades mentales el tratamiento preferencial apropiado a su condición35.

105.	Las personas con discapacidad a menudo son objeto de discriminación a raíz de 

su condición, por lo que los Estados deben adoptar las medidas de carácter legislativo, 

social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para que toda discrimi-

nación asociada con las discapacidades mentales sea eliminada, y para propiciar la plena 

integración de esas personas en la sociedad36 .

106.	Con relación a la salvaguarda de la vida y la integridad personal, es necesario con-

siderar que las personas con discapacidad que viven o son sometidas a tratamientos en 

instituciones psiquiátricas, son particularmente vulnerables a la tortura u otras formas 

de trato cruel, inhumano o degradante. La vulnerabilidad intrínseca de las personas con 

discapacidades mentales es agravada por el alto grado de intimidad que caracteriza los 

tratamientos de las enfermedades psiquiátricas, que torna a esas personas más suscepti-

bles a tratos abusivos cuando son sometidos a internación […]. 

107.	En los entornos institucionales, ya sea en hospitales públicos o privados, el personal 

médico encargado del cuidado de los pacientes, ejerce un fuerte control o dominio sobre 

las personas que se encuentran sujetas a su custodia. Este desequilibrio intrínseco de 

poder entre una persona internada y las personas que tienen la autoridad, se multiplica 

muchas veces en las instituciones psiquiátricas. La tortura y otras formas de trato cruel, 

inhumano o degradante, cuando infligidas a esas personas afectan su integridad psí-

quica, física y moral, suponen una afrenta para su dignidad y restringen gravemente su 

autonomía, lo cual podría tener como consecuencia agravar la enfermedad.

108.	Todas las anteriores cirunstancias exigen que se ejerza una estricta vigilancia sobre 

dichos establecimientos.  Los Estados tienen el deber de supervisar y garantizar que en 
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toda institución psiquiátrica, pública o privada, sea preservado el derecho de los pacien-

tes de recibir un tratamiento digno, humano y profesional, y de ser protegidos contra la 

explotación, el abuso y la degradación.

109.	La atención de salud mental debe estar disponible a toda persona que lo necesite.  

Todo tratamiento de personas que padecen de discapacidades mentales debe estar diri-

gido al mejor interés del paciente, debe tener como objetivo preservar su dignidad y su 

autonomía, reducir el impacto de la enfermedad, y mejorar su calidad de vida 37 […]. 

110.	Al analizar las violaciones a la vida y a la integridad personal en perjuicio del señor 

Damião Ximenes Lopes, la Corte se remitirá a la Convención Interamericana para la Eli-

minación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, 

instrumento que forma parte del marco normativo de protección de los derechos huma-

nos en el sistema interamericano y que fue ratificado por el Estado el 15 agosto de 2001, 

como fuente de interpretación para determinar las obligaciones del Estado en relación 

con la Convención Americana en el presente caso.

[…]

Voto Razonado del Juez  
SERGIO GARCÍA RAMÍREZ

[…]

1. Derechos Generales y Especiales

1.	 En el espacio de su jurisprudencia, cada vez más abundante y comprensiva, la Corte 

Interamericana se ha ocupado en el examen y la precisión de los derechos y libertades 

de individuos y miembros de grupos, conjuntos o comunidades, así como en las corres-

pondientes obligaciones y funciones del Estado en determinadas hipótesis específicas. La 

referencia a estas últimas ha contribuido a enriquecer apreciablemente la jurisprudencia 

de la Corte al servicio de los derechos de las personas en el marco de su realidad estricta, 

que incluye diversas circunstancias y múltiples necesidades y expectativas.

2. 	 Los derechos y las garantías universales, que tienen carácter básico y han sido “pen-

sados” para la generalidad de las personas, deben ser complementados, afinados, preci-

sados con derechos y garantías que operan frente a individuos pertenecientes a grupos, 

sectores o comunidades específicos, esto es, que adquieren sentido para la particularidad 
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de algunas o muchas personas, pero no todas. Esto permite ver, tras el diseño genérico 

del ser humano, miembro de una sociedad uniforme -que puede alzarse en la abstrac-

ción, a partir de sujetos homogéneos- el “caso” o los “casos” de seres humanos de carne 

y hueso, con perfil característico y exigencias diferenciadas. 

3. 	 Ciertamente es tarea del Estado -y esto se halla en su origen y justificación- preser-

var los derechos de todas las personas sujetas a su jurisdicción, concepto de amplio al-

cance, que por supuesto trasciende las connotaciones territoriales, observando para ello 

las conductas activas u omisivas que mejor correspondan a esa tutela para favorecer el 

goce y ejercicio de los derechos. En este sentido, el Estado debe evitar escrupulosamente 

la desigualdad y la discriminación y proveer el amparo universal de las personas que se 

hallan bajo su jurisdicción, sin miramiento hacia condiciones individuales o grupales que 

pudieran sustraerlos de la protección general o imponerles -de jure o de facto- graváme-

nes adicionales o desprotecciones específicas.

2. 	 Medios de Compensación

4. 	 Ahora bien, es igualmente cierto que incumbe al Estado, cuando la desigualdad de 

hecho coloca al titular de derechos en situación difícil -que pudiera conducir al absoluto 

inejercicio de los derechos y las libertades-, proveer los medios de corrección, igualación, 

compensación o equilibrio que permitan al sujeto acceder a tales derechos, así sea en 

condiciones relativas, condicionadas e imperfectas, que la tutela del Estado procura ali-

viar. Esos medios son otras tantas “protecciones” razonables, pertinentes, eficientes, que 

se dirigen a ensanchar las oportunidades y mejorar el destino, justamente para alcanzar 

la expansión natural de la persona, no para reducirla o evitarla so pretexto de asistencia 

y protección.

5. 	 Los factores de (ventaja o) desventaja son muy numerosos. Algunos provienen de 

condiciones propias del sujeto -la salud, la edad o el sexo, entre ellas-; otras, de circuns-

tancias sociales -la condición de indígena, extranjero, detenido, por ejemplo-. Es obliga-

ción del Estado, explayada en tratados y convenciones de diverso signo, salir al paso de 

estas desigualdades, segar la fuente de las discriminaciones y acompañar con eficacia -de 

la “cuna a la tumba”, si es necesario como rezaba la divisa del Estado de bienestar- el 

accidentado curso de la existencia, procurando prevenir, moderar y remediar sus contin-

gencias. 

[…]
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Notas
4	 Cfr. Caso Baldeón García. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C Nº 147, párr. 60; Caso Comunidad Indí-

gena Sawhoyamaxa. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C Nº 146, párr. 30; y Caso Acevedo Jaramillo 

y otros. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C Nº 144, párr. 183.

21	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 38; Caso Gómez Palomino. Sentencia de 22 de noviembre de 

2005. Serie C Nº 136, párr. 28; y Caso de la Masacre de Mapiripán. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. 

Serie C Nº 134, párr. 65.

25	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 81; Caso de la Masacre de Pueblo Bello. Sentencia de 31 de 

enero de 2006. Serie C Nº 140, párrs. 111 y 112; y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 21, párr. 

110.

34	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 81; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, supra nota 4, 

párr. 154; y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 111.

35	 Cfr. Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las per-

sonas con Discapacidad, aprobada en Ciudad de Guatemala, Guatemala, el 7 de junio de 1999, artículo 

III.2; y Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Observación General Nº 5, “Personas con 

Discapacidad”. Naciones Unidas, Documento E/1995/22 (1994), párr. 9.

36	 Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las personas 

con Discapacidad, supra nota 35, Preámbulo y Artículo III.1.

37	 Cfr. Organización Mundial de la Salud. División de Salud Mental y Prevención del Abuso de Sustancias.Diez 

Principios Básicos de las Normas para la Atención de la Salud Mental (1996), principios 2, 4 y 5.
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[…]

I. Introducción de la Causa

[…]

2.	 La Comisión presentó la demanda con el fin de que la Corte declare que el Estado 

es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (Derecho a 

la Vida) y 5 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención Americana, en relación 

con la obligación establecida en el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de 

la misma, en perjuicio de “al menos 42” reclusos que fallecieron; la violación del artículo 

5 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención, en relación con la obligación 

establecida en el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención, 

en perjuicio de “al menos 175” reclusos que resultaron heridos y de 322 reclusos “que 

habiendo resultado ilesos [supuestamente] fueron sometidos a trato cruel, inhumano y 

degradante”; y por la violación de los artículos 8.1 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección 

Judicial) de la Convención, en relación con la obligación establecida en el artículo 1.1 

(Obligación de Respetar los Derechos) de la misma, en perjuicio de “las [presuntas] vícti-

mas y sus familiares”.

3.	 Los hechos expuestos por la Comisión en la demanda habrían ocurrido a partir del  

6 de mayo de 1992 y se refieren a la ejecución del “Operativo Mudanza 1” dentro del 

Penal Miguel Castro Castro, durante el cual el Estado, supuestamente, produjo la muer-

te de al menos 42 internos, hirió a 175 internos, y sometió a trato cruel, inhumano y 

degradante a otros 322 internos. Los hechos también se refieren al supuesto trato cruel, 

inhumano y degradante experimentado por las presuntas víctimas con posterioridad al 

“Operativo Mudanza 1”. 

[…]

IX.	La Responsabilidad Internacional del Estado en el 
Contexto del Presente Caso

[…]

206. También es preciso resaltar que en el referido informe final de la CVR [Comisión de 

la Verdad y Reconciliación del Perú] se analizó que, dentro de ese contexto de violaciones 

a los derechos humanos durante el conflicto interno, las mujeres se vieron afectadas por 
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la violencia de manera diferente a los hombres. La CVR incluyó en su informe un capítulo 

específico sobre la violencia sexual contra las mujeres y también se refirió a la situación 

que experimentaron las madres recluidas en centros penitenciarios. Asimismo, en dicho 

informe se concluyó que durante el conflicto interno y con motivo de éste los agentes 

estatales fueron responsables de aproximadamente un 83% de los casos de violación 

sexual contra las mujeres.

[…]

223. Al analizar los hechos y sus consecuencias la Corte tomará en cuenta que las mu-

jeres se vieron afectadas por los actos de violencia de manera diferente a los hombres, 

que algunos actos de violencia se encontraron dirigidos específicamente a ellas y otros 

les afectaron en mayor proporción que a los hombres. Ha sido reconocido por diver-

sos órganos peruanos e internacionales que durante los conflictos armados las mujeres 

enfrentan situaciones específicas de afectación a sus derechos humanos, como lo son 

los actos de violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como “un medio 

simbólico para humillar a la parte contraria”126.

224. Es reconocido que durante los conflictos armados internos e internacionales las 

partes que se enfrentan utilizan la violencia sexual contra las mujeres como un medio 

de castigo y represión. La utilización del poder estatal para violar los derechos de las 

mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas de forma directa, puede 

tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad a través de esas violaciones y dar un 

mensaje o lección.

225. Al respecto, en su Informe Final la Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú 

afirmó que en el conflicto armado existió “una práctica […] de violaciones sexuales y 

violencia sexual contra mujeres principalmente”, la cual “es imputable […] en primer 

término a agentes estatales [… y] en menor medida a miembros de los grupos subver-

sivos”. Asimismo, la CVR señaló que durante el referido conflicto los actos de violencia 

sexual contra las mujeres tenían como objetivos castigar, intimidar, presionar, humillar y 

degradar a la población.

226. La Corte ha constatado que diversos actos que se dieron en el presente caso en 

perjuicio de las mujeres respondieron al referido contexto de violencia contra la mujer en 

dicho conflicto armado […]

[…]
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XI.	Violación del Artículo 5 (Derecho A La Integridad 
Personal) de la Convención Americana en Relación 
con el Artículo 1.1 de la Misma, y en Conexión con los 
Artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

276. Asimismo, en cuanto a los referidos aspectos específicos de violencia contra la mu-

jer, esta Corte aplicará el artículo 5 de la Convención Americana y fijará sus alcances, to-

mando en consideración como referencia de interpretación las disposiciones pertinentes 

de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

la Mujer, ratificada por el Perú el 4 de junio de 1996, y la Convención sobre Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ratificada por Perú el 13 de sep-

tiembre de 1982, vigente en la época de los hechos, ya que estos instrumentos comple-

mentan el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal 

de las mujeres, del cual forma parte la Convención Americana155.

A)	 Respecto de los internos

[…]

3)	 Tratos recibidos en los centros de salud a los que fueron trasladados los inter-

nos durante el ataque o una vez terminado éste

[…]

303. Con respecto al tratamiento que deben recibir las mujeres detenidas o arrestadas, 

el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado 

que “no deben sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas de vio-

lencia o explotación”. Asimismo, ha indicado que las detenidas deben ser supervisadas 

y revisadas por oficiales femeninas y las mujeres embarazadas y en lactancia deben ser 

proveídas con condiciones especiales durante su detención. El Comité para la Elimina-

ción de la Discriminación contra la Mujer ha señalado que dicha discriminación incluye 
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la violencia basada en el sexo, “es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es 

mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y que abarca “actos que infligen 

daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, 

coacción y otras formas de privación de la libertad160”.

304.	Se probó que en el Hospital de la Policía los internos heridos, quienes se encontra-

ban en deplorables condiciones, fueron además desnudados y obligados a permanecer 

sin ropa durante casi todo el tiempo que estuvieron en el hospital, que en algunos casos 

se prolongó durante varios días y en otros durante semanas, y se encontraron vigilados 

por agentes armados (supra párr. 197.49). 

305.	La Corte considera que todos los internos que fueron sometidos durante ese pro-

longado período a la referida desnudez forzada fueron víctimas de un trato violatorio de 

su dignidad personal. 

306. En relación con lo anterior, es preciso enfatizar que dicha desnudez forzada tuvo 

características especialmente graves para las seis mujeres internas que se ha acreditado 

que fueron sometidas a ese trato. Asimismo, durante todo el tiempo que permanecieron 

en este lugar a las internas no se les permitió asearse y, en algunos casos, para utilizar 

los servicios sanitarios debían hacerlo acompañadas de un guardia armado quien no les 

permitía cerrar la puerta y las apuntaba con el arma mientras hacían sus necesidades fi-

siológicas […]. El Tribunal estima que esas mujeres, además de recibir un trato violatorio 

de su dignidad personal, también fueron víctimas de violencia sexual, ya que estuvieron 

desnudas y cubiertas con tan solo una sábana, estando rodeadas de hombres armados, 

quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado. Lo que 

califica este tratamiento de violencia sexual es que las mujeres fueron constantemente 

observadas por hombres. La Corte, siguiendo la línea de la jurisprudencia internacional y 

tomando en cuenta lo dispuesto en la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer, considera que la violencia sexual se configura con acciones de 

naturaleza sexual que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de 

comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren 

penetración o incluso contacto físico alguno161.

307.	La Corte hace notar el contexto en el que fueron realizados dichos actos, ya que las 

mujeres que los sufrieron se hallaban sujetas al completo control del poder de agentes 

del Estado, absolutamente indefensas, y habían sido heridas precisamente por agentes 

estatales de seguridad. 
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308.	El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por 

hombres armados, en el estado precario de salud en que se encontraban, constituyó 

violencia sexual en los términos antes descritos, que les produjo constante temor ante 

la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte de los agentes de 

seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade 

al sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de 

violencia sexual atentaron directamente contra la dignidad de esas mujeres. El Estado 

es responsable por la violación del derecho a la integridad personal consagrado en el 

artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las seis internas que sufrieron 

esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran incluidos en el Anexo 2 de víctimas de 

la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

[…]

Voto Razonado del Juez  
SERGIO GARCÍA RAMÍREZ […]

[…]

Aplicación de la Convención de Belém Do Pará

2. 	 La tutela de los derechos humanos requiere instrumentos de alcance general y 

específico que integran, conjuntamente, el “escudo de protección” requerido por gran-

des sectores de la población. Evidentemente, no ha bastado con las declaraciones y los 

pactos en los que se enuncian y garantizan los derechos y las libertades de los seres 

humanos en general, a veces acogidos como “derechos del hombre” -la más antigua 

denominación- y actualmente, con la mayor frecuencia, como “derechos humanos o 

fundamentales”. Si bastara con aquellos, en tanto aluden a derechos que todos com-

partimos bajo la condición de seres humanos, y si fuese suficiente la proclamación de la 

igualdad y la no discriminación, que poseen carácter universal, no sería necesario contar 

con ciertos instrumentos de alcance más específico, referentes a derechos y libertades de 

esos grandes sectores de la población. 

3. 	 Ha sido necesario -más aún, indispensable- disponer de declaraciones y tratados 

específicos, que abarcan hipótesis de enorme importancia cualitativa y cuantitativa. Des-

taca la protección de los derechos de la mujer, vulnerable por diversos motivos, acosada 

por riesgos, restricciones y vulneraciones que poseen identidad característica y enlazan 

no sólo con las condiciones derivadas de la biología, sino también, y acaso sobre todo, 
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en circunstancias culturales que no ha sido posible contrarrestar, suprimir, disipar -y en 

ocasiones ni siquiera moderar-, no obstante el esfuerzo realizado en este sentido por su-

cesivas generaciones. El requerimiento de medidas específicas de protección se observa 

y atiende tanto en el plano internacional como en los órdenes nacionales.

[…]

11. 	 En pronunciamientos acerca de la igualdad ante la ley y otros puntos aledaños, la 

Corte ha dejado claramente establecido que el principio de igualdad y no discriminación 

no sufre lesión o merma cuando se brinda trato diferente a personas cuya situación lo 

justifica, precisamente para colocarlas en posición de ejercer verdaderamente los dere-

chos y aprovechar auténticamente las garantías que la ley reconoce a todas las personas. 

La desigualdad real, la marginación, la vulnerabilidad, la debilidad deben ser compensa-

das con medidas razonables y suficientes que generen o auspicien, en la mayor medida 

posible, condiciones de igualdad y ahuyenten la discriminación. El principio de juridicidad 

-que tiene raíz en el trato igual para todos- no sólo no excluye, sino reclama, la admisión 

-más todavía: la exigencia- de una especificidad que alimente ese trato igualitario y evite 

el naufragio al que frecuentemente se halla expuesto.

[…]

Voto Razonado del Juez  
A. A. CANÇADO TRINDADE

[…]

VII.	La Necesidad e Importancia del Análisis de Género.

[…]

58. 	 El presente caso no puede ser adecuadamente examinado sin un análisis de gé-

nero. Recuérdese que, como paso inicial, la Convención de Naciones Unidas sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1979) 

avanzó una visión holística de la temática, abordando los derechos de la mujer en to-

das las áreas de la vida y en todas las situaciones (inclusive, agregaría yo a la luz del cas 

d’espèce, en la privación de la libertad); la Convención clama por la modificación de 

patrones socio-culturales de conducta (artículo 5), y destaca el principio de la igualdad 

y no discriminación281, principio este que la Corte Interamericana ya determinó, en su 
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trascendental Opinión Consultiva Nº 18 (del 17/09/2003) sobre la Condición Jurídica y 

Derechos de los Migrantes Indocumentados, que pertenece al dominio del jus cogens 

(párrs. 97-111)282.

[…]

65.	 Más allá de las circunstancias del cas d’espèce, el análisis de género ha contribuido, 

de modo general, para revelar el carácter sistémico de la discriminación contra la mujer, y la 

afirmación de los derechos de la mujer (cf. infra), y su inserción por consenso en la Declara-

ción y Programa de Acción de Viena de 1993284, -como bien me acuerdo, por haber acom-

pañado personalmente su elaboración, como integrante del Comité de Redacción de la II 

Conferencia Mundial de Viena de 1993, ha en fin reconocido las violaciones omnipresentes 

de los derechos de la mujer en los planos tanto público como privado285 .Tanto la referida 

Declaración y Programa de Acción de Viena como la Plataforma de Acción adoptada por 

la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer de Beijing de 1995286 contribuyeron las barreras 

enfrentadas por las mujeres en patrones culturales de comportamiento en las más distintas 

situaciones y circunstancias287 .

Notas
7	 Cfr. Caso de las Masacres de Ituango. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C Nº 148, párr. 89; Caso Comu-

nidad Indígena Sawhoyamaxa. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C Nº. 146, párr. 68; y Caso de la 

Masacre de Pueblo Bello. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 57.  

21	 Cfr. Caso Baldeón García. Sentencia de 6 de abril de 2006, Serie C Nº 146, párr. 72.2; Caso Hermanos 

Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004, Serie C Nº 110, párr. 67(a); Caso Cantoral Benavides. 

Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C Nº 69, párr. 63; Caso Castillo Páez. Sentencia de 3 de no-

viembre de 1997. Serie C Nº 34, párr. 42; y Caso Loayza Tamayo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. 

Serie C Nº 33, párr. 46. Asimismo, cfr. Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, 

suscrito el 27 de agosto de 2003 en la ciudad de Lima, Perú. Patrones en la perpetración de los crímenes y 

violaciones a los derechos humanos, págs. 93, 115, 139 y 167 (expediente de anexos a la demanda, anexo 

6, correspondiente a un disco compacto); Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre 

la situación de los derechos humanos en Perú de 1993, Documento OEA/Ser.L/V/II.83.Doc.31, 12 de marzo 

de 1993; informe sobre la situación de la tortura en el Perú y otros tratos o penas crueles inhumanos o 

degradantes de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos del Perú de enero de 1993 a septiembre e 

1994; e informe anual de 1993 de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos del Perú.

126	 Cfr. O.N.U., Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 11º período de sesiones. 

Recomendación general 19 “La violencia contra la mujer”. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1at84 (1994), párr. 16; 

O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 57° período de sesiones de 2001, Informe de la Sra. Radica 

Coomaraswamy, Relatora Especial sobre la Violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y conse-
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cuencias, presentado de conformidad con la resolución 2000/45 de la Comisión de Derechos Humanos, 

“La violencia contra la mujer perpetrada y/o condonada por el Estado en tiempos de conflicto armado 

(1997- 2000)”, E/CN.4/2001/73, párr. 44; y Defensoría del Pueblo del Perú. Informe Defensorial Nº 80, 

Violencia Política en el Perú: 1980-1986 un acercamiento desde la perspectiva de género, capítulo IV, 

págs. 34, 35 y 45.

127	 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 7, párr. 120; Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa. 

Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 161; y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. 

Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C Nº 112, párr. 156.

152	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 21, párr. 120; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y 

otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C Nº 63, párr. 170. En el mismo sentido, cfr. Eur.C.H.R., 

Yavuz v. Turkey, Judgment of 10 January 2006, App. Nº 67137/01, para. 38; Eur.C.H.R., Aksoy v. Turkey, 

Judgment of 18 December 1996, App. Nº 100/1995/606/694, paras. 61 y 62; y Eur.C.H.R., Tomasi v. France, 

Judgment of 27 August 1992, Series A Nº. 241-A, paras. 108-111.

155	 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 21, párr. 166; Caso “Instituto de Reeducación del 

Menor”, supra nota 127, párr. 172; Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A Nº 

118, párr. 120; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 152, párr. 194.

160	 Cfr. O.N.U., Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 11º período de sesiones. Reco-

mendación general 19 “La violencia contra la mujer”. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1at84 (1994), párr. 6.

161	 Cfr. ICTR, Case of Prosecutor v. Jean-Paul Akayesu. Judgment of September 2, 1998. Case Nº ICTR-96-4-T, 

para. 688.

281	 E.A. Grannes, The United Nations Women’s Convention, Oslo, Institutt for offentlig Retts skriftserie (n. 13), 

1994, pp. 3, 9 y 20-21.

282	 Y cf. Voto Concurrente del Juez A. A. Cançado Trindade, párrs. 58 y 65-85.

284	 Para un testimonio personal, cf. A. A. Cançado Trindade, “Memória da Conferência Mundial de Directos 

Humanos (Viena, 1993)”, 87/90 Boletim da Sociedade Brasileira de Direito Internacional (1993-1994) pp. 

9-57; A.A. Cançado Trindade, “Balance de los Resultados de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 

(Viena, 1993)”, 3 Estudios Básicos de Derechos Humanos, San José de Costa Rica, IIDH, 1995, pp. 17-45.

285	 M. Suárez Toro y S. Dairiam, “Recognizing and Realizing Women’s Human Rights”, in The Universal Declara-

tion of Human Rights: Fifty Years and Beyond (eds. Y. Danieli, E. Stamatopoulou y C.J. Dias), Amityville/N.Y., 

Baywood Publ. Co., 1999, pp. 117, 119 y 122-123.

286	 Para testimonios al respecto, cf.: Varias Autoras, Estudios Básicos de Derechos Humanos, tomo IV (present. 

A.A. Cançado Trindade), San José de Costa Rica, IIDH, 1996, pp. IX-XIV y 15-335.

287	 A. A. Cançado Trindade, Tratado de Direito Internacional dos Direitos Humanos, tomo III, Belo Horizonte/

Brasil, S.A. Fabris Ed., 2003, pp. 354-356.
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[…]

I. Introducción de la Causa y Objeto de la Controversia

[…]

2. 	 La demanda somete a la jurisdicción de la Corte las presuntas violaciones cometi-

das por el Estado contra los miembros del pueblo Saramaka -una supuesta comunidad 

tribal que vive en la región superior del Río Surinam. La Comisión alegó que el Estado 

no ha adoptado medidas efectivas para reconocer su derecho al uso y goce del territorio 

que han ocupado y usado tradicionalmente; que el Estado ha presuntamente violado el 

derecho a la protección judicial en perjuicio del pueblo Saramaka al no brindarles acceso 

efectivo a la justicia para la protección de sus derechos fundamentales, particularmente 

el derecho a poseer propiedad de acuerdo con sus tradiciones comunales, y que el Estado 

supuestamente no ha cumplido con su deber de adoptar disposiciones de derecho inter-

no para asegurar y respetar estos derechos de los Saramakas.

[…]

C.2)	Complejidad de las cuestiones relacionadas e inquietud por parte del Estado 

	respecto de la discriminación hacia personas que no sean miembros  

	indígenas o tribales

[…]

102. Dos argumentos adicionales e interrelacionados presentados por el Estado respecto 

del por qué no ha reconocido y protegido, legalmente, los sistemas de posesión de la tie-

rra de los pueblos indígenas y tribales se refieren a las supuestas dificultades y sensibilida-

des de las cuestiones comprendidas, y la inquietud que gira en torno a que la legislación a 

favor de los pueblos indígenas y tribales puede ser percibida como una actitud discrimina-

toria hacia el resto de la población. En cuanto a la primera cuestión, la Corte observa que 

el Estado no puede abstenerse de cumplir con las obligaciones internacionales de acuerdo 

con la Convención Americana simplemente porque le es difícil hacerlo. La Corte comparte 

la inquietud del Estado en cuanto a lo complejo de las cuestiones relacionadas con este 

tema; sin embargo, el Estado tiene el deber de reconocer el derecho a la propiedad de 

los miembros del pueblo Saramaka, en el marco de su sistema colectivo de propiedad, y 

establecer los mecanismos necesarios para hacer efectivo a nivel interno el derecho consa-

grado en la Convención, según lo ha interpretado este Tribunal en su jurisprudencia.  
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103. Asimismo, es improcedente el argumento del Estado en cuanto a que es discrimi-

natorio aprobar una ley que reconozca las formas comunales de posesión de la tierra. 

Es un principio establecido en el derecho internacional que el trato desigual a personas 

en condiciones desiguales no necesariamente constituye discriminación no permitida. La 

legislación que reconoce dichas diferencias no es, por lo tanto, necesariamente discrimi-

natoria. En el contexto de los integrantes de los pueblos indígenas y tribales, esta Corte 

ya ha expresado que es necesario la adopción de medidas especiales a fin de garantizar 

su supervivencia de conformidad con sus tradiciones y costumbres (supra, párrs. 78-86, 

91 y 96). Por ello, es improcedente el argumento del Estado respecto de su incapacidad 

para crear legislación en esta área debido a la presunta complejidad de la cuestión o la 

posible naturaleza discriminatoria de dicha legislación.

[…]

H.	 La falta de reconocimiento de la personalidad jurídica del pueblo Saramaka 

como un impedimento para poder recibir un título de propiedad comunal de 

sus tierras en calidad de comunidad tribal y para tener acceso equitativo a la 

protección judicial de sus derechos de propiedad 

[…]

166. La Corte ha analizado anteriormente el derecho de personas particulares a obtener 

el reconocimiento de su personalidad jurídica conforme al artículo 3 de la Convención 

Americana. De este modo, la Corte lo ha definido como el derecho a ser reconocido 

legalmente como sujeto de derechos y obligaciones. Es decir, el “derecho al recono-

cimiento de la personalidad jurídica representa un parámetro para determinar si una 

persona es titular o no de los derechos de que se trate, y si los puede ejercer”. La Corte 

también ha manifestado que la violación de aquel reconocimiento supone desconocer en 

términos absolutos la posibilidad de ser titular y gozar de esos derechos y obligaciones, 

lo cual pone al individuo en una posición vulnerable en relación con el Estado o terceros. 

En especial, la Corte ha observado que “el Estado se encuentra obligado a garantizar a 

aquellas personas en situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las 

condiciones jurídicas y administrativas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en 

atención al principio de igualdad ante la ley”. La cuestión que se plantea en el presente 

caso es si se puede aplicar este criterio al pueblo Saramaka como grupo y no, meramen-

te, como individuos.

[…]
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174. En conclusión, el pueblo Saramaka es una entidad tribal distintiva que se encuentra 

en una situación de vulnerabilidad, tanto respecto del Estado así como de terceras partes 

privadas, en tanto que carecen de capacidad jurídica para gozar, colectivamente, del 

derecho a la propiedad y para reclamar la presunta violación de dicho derecho ante los 

tribunales internos. La Corte considera que el Estado debe reconocer a los integrantes 

del pueblo Saramaka dicha capacidad para ejercer plenamente estos derechos de manera 

colectiva. Esto puede lograrse mediante la adopción de medidas legislativas o de otra 

índole que reconozcan y tomen en cuenta el modo particular en que el pueblo Saramaka 

se percibe como colectivamente capaz de ejercer y gozar del derecho a la propiedad. Por 

tanto, el Estado debe establecer las condiciones judiciales y administrativas necesarias 

para garantizar la posibilidad de reconocimiento de su personalidad jurídica, a través de 

la realización de consultas con el pueblo Saramaka, con pleno respeto a sus costumbres 

y tradiciones, y con el objeto de asegurarle el uso y goce de su territorio de conformidad 

con su sistema de propiedad comunal, así como del derecho de acceso a la justicia e 

igualdad ante la ley.

[…]
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